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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 7 de diciembre de 1993. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naría, en régimen de cuarto intermedio, mañana miércoles 8, a 
la hora 16, a fin de informarse de los asuntos entrados y consi- 
derar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 


19) 


45) 


Por el que se aprueba el Convenio Sanitario-Veterina- 
rio con el gobierno de la República de Bulgaria. 


(Carp. N” 1262/93 - Rep. N* 690/93) 


Por el que se modifica el artículo 70 de la ley 
N* 13.695, de 24 de octubre de 1968, relacionado con 
el registro de la documentación de las operaciones de 
compraventa de lana y dernás productos que establez- 
ca el Poder Ejecutivo realizadas directamente con el 
productor. 


(Carp. N” 1247/93 - Rep. N* 702/93) 


Discusión única de las modificaciones introducidas por 
la Cámara de Representantes al proyecto de ley por el 
que se transfiere, a título gratuito el inmueble padrón 
N?* 6.542, de la 8va. Sección Judicial del departamento 
de Tacuarembó, a la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública. 


(Carp. N* 619/91 - Rep. N* 698/93) 


Discusión única de las modificaciones introducidas por 
la Cámara de Representantes al proyecto de ley por el 
que se modifica el Impuesto a las Rentas de Industria y 
Comercio y al Patrimonio de las sociedades comercia- 
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22) Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo para 
designar miembros del Tribunal de Apelaciones 
y para destituir a un funcionario ............ eosicaaiin 251 


El Senado, en sesión secreta, resolvió conceder 
al Poder Ejecutivo venia para designar un miem- 
bro del Tribunal de Apelaciones y para destituir 
a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Asimismo, resolvió enviar 
nuevamente a Comisión la solicitud de venia 
del Poder Ejecutivo para designar un miembro 
del Tribunal de Apelaciones. 


24) Se levanta la Sesión ........o.oommmonsrerms»: iaa 252 


les que se financien con debentures o pasivos banca- 
rios. 


(Carp. N* 673/9] - Rep. N” 704/93) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 


5”) 


6) 


7") 


8”) 


9%) 


Por el que se designa con el nombre “Dionisio Díaz” a 
diversas escuelas rurales. 


(Carp. N” 1111/93 - Rep. N” 703/93) 


Por el que se establecen normas para fijar el precio de 
venta de las monedas de oro denominadas “Gaucho”. 


(Carp. N” 1311/93 - Rep. N* 724/93) 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de aprobación de la Supre- 
ma Corte de Justicia para designar al Dr. Julio César 
Chalar Vecchio como miembro del Tribunal de Apela- 
ciones. 


(Carp. N* 1308/93 - Rep. N” 710/93) 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de aprobación de la Supre- 
ma Corte de Justicia para designar a la Dra. Elsa Re- 
née Viña Guillén como miembro del Tribunal de Ape- 
laciones. 


(Carp. N” 1256/93 - Rep. N* 695/93) 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con las solicitudes de venia del Poder Eje- 
cutivo para destituir de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. (Plazo constitucional vence el 13 de diciembre 
de 1993). (Carp. N” 1254/93 - Rep. N” 696/93). 
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un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 19 de diciembre de 1993). 
(Carp. N” 1257/93 - Rep. N” 701/93), 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 29 de diciembre de 1993). 
(Carp. N” 1076/93 - Rep. N* 699/93). 


tres funcionarios del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra. (Plazo constitucional vence el 29 de diciembre de 
1993). (Carp. N” 1271/93 - Rep. N* 700/93). 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. 
(Plazo constitucional vence el 29 de diciembre de 1993). 
(Carp. N” 991/92 - Rep. N* 706/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 29 de diciembre de 1993). 
(Carp. N” 1269/93 - Rep. N* 707/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 29 de diciembre de 1993). 
(Carp. N* 1270/93 - Rep. N* 708/93). 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. 
(Plazo constitucional vence el 4 de enero de 1994). 
(Carp. N” 1285/93 - Rep. N* 709/93). 


una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 30 de enero de 1994). (Carp. 
N* 1304/93 - Rep. N* 711/93), 


un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. (Plazo constitucional vence el 1” de febrero 
de 1994). (Carp. N” 1305/93 - Rep. N* 712/93), 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Plazo 
constitucional vence el 24 de enero de 1994). (Carp. 
N* 1297/93 - Rep. N” 713/93), 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 29 de diciembre de 1993), 
(Carp. N* 1273/93 - Rep. N” 714/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 23 de enero de 1994). 
(Carp. N* 1295/93 - Rep. N” 715/93). 


una funcionaria del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 5 de enero de 1994). 
(Carp. N* 1075/93 - Rep. N? 716/93). 


una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 30 de enero de 1994). (Carp. 
N* 1301/93 - Rep. N* 717/93). 


una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence el 24 de enero de 1994). (Carp. 
N* 1296/93 - Rep. N” 718/93). 
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un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Plazo 
constitucional vence el 30 de enero de 1994). (Carp. 
N” 1302/93 - Rep. N” 719/93). 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Plazo 
constitucional vence el 30 de enero de 1994). (Carp. 
N” 1303/93 - Rep. N” 720/93). 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bouza, Bou- 
zas, Bruera, Cassina, Elso Goñi, Gargano, González Mo- 
dernell, Grenno, Hackenbruch, Jrurtia, Jude, Korzeniak, 
Librán Bonino, Millor, Pereyra, Pérez, Priore, Ramírez, 
Ricaldoni, Rubio, Silveira Zavala, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Arana y Ci- 
gliuti. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Habiendo 
número, se reanuda la sesión. 


(Es la hora 16 y 12 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 8 de diciembre de 1993. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que 
solicita venia para designar al señor Víctor Emir Silvei- 
ra Díaz como miembro del directorio de la Administra- 
ción de Ferrocarriles del Estado. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. Por dis- 
posición reglamentaria se efectúa el reparto. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se concede pensión graciable al señor 
Juan Carlos Molina Coitiño. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


por el que se designa con el nombre “Pedro Vicente 
Monteleone” al tramo de la ruta 17 comprendido 
entre la ruta 18 y el pueblo General Enrique Marti- 
nez, departamento de Treinta y Tres. 
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-A la Comisión de Transporte y Obras Públicas 


por el que se designa con el nombre “María Rosa 
Salsamendi” la Escuela N” 220 de Santa Teresita, del 
pueblo Joaquín Suárez, departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Nemesio Mon- 
telongo y Francisca Rurante de Garassini” la Escuela 
Rural N? 174, del pueblo San Antonio, departamento 
de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Dr. Arturo 
Lussich” la Escuela N* 268 de Montevideo; 


por el que se designa con el nombre “Carlos Brussa” 
la Escueta al Aire Libre N” 160, de la ciudad capital 
del departamento de Canelones; : 


por el que se designa con el nombre “Juan Francisco 
Delpiano” la Escuela Rural N* 32 del departamento 
de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “María Ester 
Labarrere” la Escuela Rural N* 72, de Cuchilla de 
Sierra, departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Maestro Otto 
Niemann” la Escuela N” 204 del departamento de 
Canelones, 


por el que se designa con el nombre “Manuel Oribe” 
el Liceo N” 4 de la ciudad capital del departamento 
de Paysandú; 


por el que se designa con el nombre “República de 
Italia”” la Escuela Rural N* 32, del barrio Las Cha- 
cras, departamento de Treinta y Tres; 


por el que se designa con el nombre “18 de Mayo" 
la Escuela N* 257, de la ciudad de Las Piedras, de- 
partamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Ramón Alva- 
rez” la Escuela N* 233 de la ciudad de La Paz, 
departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “América” la 
Escuela N* 119, de ler. Grado, de la ciudad capital 
del departamento de Florida; 


por el que se designa con el nombre “Maestro Panta- 
león Scolpini” la Escuela N” 15 del pueblo Zapicán, 
departamento de Lavalleja; 


por el que se designa con el nombre “Antonio Dioni- 
sio Lussich” la Escuela N” 30 del departamento de 
Montevideo; 


por el que se designa con el nombre “Petrona Viera” 
la escuela Especial N” 210 del departamento de Mon- 
tevideo; 
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por el que se designa con el nombre “Maestro Gre- 
gorio Migues Vieyte” la Escuela Urbana N” 9, de 
Viente, departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Balmoris Llo- 
veras” la Escuela Rural N” 208 de la 3ra. Sección 
Judicial del departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “María Montes- 
sori” la Escuela (Jardín de Infantes) N* 305, de la 
ciudad de Montevideo; 


por el que se designa con el nombre “Ana Frank” la 
Escuela Rural N* 51, de Viente, departamento de 
Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Maestra Ánto- 
nia Lombardi de Martínez” el Centro de Adultos 
Sordos N” 43, de la ciudad de Montevideo; 


por el que se designa con el nombre “Javier de Via- 
na” la Escuela N* 172, de la ciudad de La Paz, de- 
partamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Pedro Leandro 
Ipuche” al Liceo de la villa Santa Clara de Olimar, 
departamento de Treinta y Tres; 


por el que se designa con el nombre “José Artigas” 
al Liceo Nocturno de la ciudad de Las Piedras, de- 
partamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Víctor Bersa- 
nelti” al Liceo N* 45 de la ciudad de Montevideo; 


por el que se designa con el nombre “Dr, Juan Bau- 
tista Dellepiane” al Subcentro de Salud de villa Tran- 
queras, departamento de Rivera; 


por el que se designa con el nombre “Manuel Oribe” 
la Escuela N* 153 de la ciudad de Parque del Plata, 
departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Germán Ca- 
brera” al Liceo N* 2, de la ciudad de Las Piedras, 
departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Inspector Hen- 
ry Ruiz Sartorio” la Escuela N* 135 de ta ciudad de 
Melo, departamento de Cerro Largo; 


por el que se designa con el nombre “Eustaquia Lla- 
mosa” la Escuela Jardín Asistencial N” 248 de la 
ciudad capital del departamento de Canelones; 


por el que se designa con el nombre “Angel Braceras 
Haedo” la Escuela N* 11, de la ciudad de Mercedes, 
departamento de Soriano; 


por el que se designa con el nombre “Gertrudis Gas- 
tesi” la Escuela N” 84 de la ciudad de Bella Unión, 
departamento de Artigas; 


C.S.- 209 


210 -C.S. 


4 


Ne 


por el que se designa con el nombre “Ingeniero Eze- 
quiel Dimas Silva” la Escuela Rural N* 25, de la 
ciudad de Bella Unión, departamento de Artigas; 


por el que se designa con el nombre “Fernando Otor- 


gués” a la Escuela Rural N” 89, del paraje Pablo 
Páez, departamento de Cerro Largo; 


por el que se designa con el nombre “Aurora Lima 
Ipar” la Escuela Rural N* 7 de Pueblo Andresito, 
departamento de Flores; 


por el que se designa con el nombre “Loreto Daniel 
Vidart” el liceo de la ciudad de Santa Rosa, departa- 
mento de Canelones; 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


por el que se modifican varias disposiciones del Có- 
digo Civil que refieren a la mayoría de edad; 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


por el que se designan con el nombre “Teniente de 
Navío Carlos Machitelli” y “Capitán (CP) Luis Mu- 
setti”” dos Bases Navales de la Armada Nacional; 


-A la Comisión de Defensa Nacional. 
-y aprobados en nueva forma: 


por el que se designa con el nombre “República de 
Italia” la Escuela N* 10 de la ciudad de Salto, 


por el que se designa con el nombre “Albert Eins- 
tein” la Escuela N* 151 de 2do. Grado, del departa- 
mento de Montevideo; 


por el que se designa con el nombre “Rosalía de 
Castro” la Escuela N* 79 del departamento de Mal- 
donado 


-A la Comisión de Educación y Cultura. 


Los señores senadores Pérez, Astori, Bruera, Bou- 
zas, Gargano, Korzeniak y Rubio presentan, con exposi- 
ción de motivos, un proyecto de ley por el que se esta- 
blecen bonificaciones al cómputo jubilatorio para el per- 
sonal de salud. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social.” 


PROYECTO PRESENTADO 


“PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Establécese para el personal de 
salud las bonificaciones al cómputo jubilatorio, de acuer- 
do a lo siguiente: 
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a) El personal de enfermería (profesional y auxiliar), 
como aquellos que tengan trato directo con los pacien- 
tes, computarán cuatro años por cada tres de servicios 
efectivos; 


b) El personal expuesto a radiaciones de Rayos X, 
aplicaciones de sustancias radioactivas, u otras que im- 
pliquen riesgo de vida cierto o afecte su integridad físi- 
ca, como los que se desempeñen con enfermos siquiátri- 
cos, sidóticos o con enfermedades infecto-contagiosas 
de etiología desconocida, así como los que laboren en 
los centros de tratamientos intensivos y de tratamientos 
intermedios, computarán dos años por cada año de ser- 
vicios efectivos. 


Jaime Pérez, Danilo Astori, Leopoldo Brue- 
ra, Carlos Bouzas, Reinaldo Gargano, José 
Korzeniak, Enrique Rubio. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Se pretende mediante la sanción de esta ley, que los 
beneficios jubilatorios que los personales de enferme- 
rías disfrutaban por las leyes Nos. 9.940 del 2 de julio 
de 1940 y del 14 de febrero de 1951 y la ley N” 12.381 
del 12 de febrero de 1957 y que fueron abolidos por el 
acto institucional N” 9, les sean reintegrados. 


Jaime Pérez, Danilo Astori, Leopoldo Brue- 
ra, Carlos Bouzas, Reinaldo Gargano, José 
Korzeniak, Enrique Rubio. Senadores”. 


VETOS DEL PODER EJECUTIVO A LA RENDI- 
CION DE CUENTAS, Solicitud del señor senador Bou- 
zas para que sea citada la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Dése cuenta 


de una nota llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente) 

“El señor senador Bouzas, de acuerdo con lo esta- 
blecido en el artículo 66, literal D del Reglamento del 
Senado, solicita realizar una manifestación de protesta”. 
-Léase. 

(Se lee:) 
“Montevideo, 8 de diciembre de 1993 

Sr. presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 

Presente. 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a lo establecido en el artículo 66, literal 
D del Reglamento del Senado, solicito realizar una ma- 
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nifestación de protesta en la media hora anterior al tér- 
mino de la sesión del día de hoy. 


Sin otro particular, le saluda atte.: 
Carlos Bouzas. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - En su mo- 
mento, se le otorgará la palabra, de acuerdo con lo que estable- 
ce el Reglamento. 


6) JUAN CARLOS MOLINA. Pensión graciable. Proyec- 
to de ley. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra, para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: se ha dado entra- 
da a un proyecto de ley, aprobado por la Cámara de Represen- 
tantes, por el que se concede una pensión graciable al señor 
Juan Carlos Molina, conocido artista de nuestro medio. 


Solicito que el texto del mismo se distribuya para, oportu- 
namente, pedir que se declare urgente y se trate de inmediato. 
Como este procedimiento sólo requiere una votación, pienso 
que la misma puede hacerse de manera simultánea al trata- 
miento de los asuntos que integran el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
proceder a repartir el proyecto de ley venido de la Cámara de 
Representantes, relativo al otorgamiento de una pensión gracia- 
ble al señor Juan Carlos Molina Coitiño. En su momento se 
dará la palabra al señor senador y se procederá a la votación 
correspondiente. 


7) AUTORIZACION A LAS COMISIONES PERMANEN- 
TES Y ESPECIALES PARA SESIONAR DURANTE 
EL RECESO 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: en la mañana de hoy 
la Comisión de Transporte y Obras Públicas nos encomendó 
que planteáramos al Cuerpo la posibilidad de continuar sesio- 
nando durante el receso -que comenzará el próximo miércoles- 
para proseguir un seguimiento que, desde hace ya dos meses, 
viene efectuando ese grupo de trabajo en lo que respecta a la 
situación de los servicios de tierra en el Aeropuerto Nacional 
de Carrasco, Hasta el día de ayer, los referidos servicios eran 
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cubiertos por PLUNA pero, a partir de hoy, le corresponden a 
una empresa que ganó la licitación. Además, se pretende conti- 
nuar el estudio del proyecto relativo al futuro inmediato de 
PLUNA, que fuera encarado por su directorio, al que estamos 
prestando nuestra colaboración. Cabe señalar que el 31 de ene- 
ro del próximo año vence el contrato que actualmente rige con 
la empresa “SPANAIR” para cubrir los vuelos a Madrid. 


La Comisión, por unanimidad, resolvió solicitar al Cuerpo 
autorización para que, en caso de ser necesario, la Comisión 
pueda sesionar después del día 15 de diciembre. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: creo que es tradi- 
cional y saludable que cada Cámara -recuerdo haberlo plantea- 
do durante cinco años en la Cámara de Representantes y tam- 
bién lo hice el año pasado en este Cuerpo- autorice a todas sus 
Comisiones, permanentes y especiales, a sesionar durante el 
receso, en la medida en que sus integrantes lo entiendan conve- 
niente. Es mucho más práctico actuar de esa manera; estoy 
seguro de que el señor senador Bouzas concordará con esto, a 
pesar de que ha efectuado un planteamiento en nombre de la 
Comisión que preside. 


Por lo tanto, me voy a permitir sugerir que a su moción se 
le realice un agregado a los efectos de que el Senado autorice a 
todas sus Comisiones a sesionar durante el receso, en la medi- 
da, reitero, que sus integrantes lo consideren necesario, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por 
el señor senador Bouzas, ampliada por el señor senador Cassi- 
na, a los efectos de que el Senado autorice a todas sus Comisio- 
nes, permanentes y especiales, a sesionar durante el receso. La 
Mesa recuerda que en ese momento comenzará a funcionar la 
Comisión Permanente. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


8) CONVENIO SANITARIO-VETERINARIO CON EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE BULGARIA. 
Aprobación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - El Senado 
ingresa al orden del día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Proyecto de ley por el que se aprue- 
ba el Convenio Sanitario-Veterinario con el gobierno de la 
República de Bulgaria. (Carp. N” 1262/93 - Rep. N* 690/93).” 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1262/93 
Rep. N* 690/93 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente proyecto de ley. 


Artículo Unico. - Apruébase el Convenio Sanitario- 
Veterinario entre el gobierno de la República y el go- 
bierno de la República de Bulgaria (anteriormente deno- 
minada República Popular de Bulgaria), suscrito en Mon- 
tevideo el 26 de mayo de 1971. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de setiembre de 1993, 


Luis A. Heber 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 
PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 13 de enero 1992. 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar el Mensaje de fecha 8 de julio 
de 1986, que se transcribe, por el que se solicita la 
aprobación del proyecto de ley que aprueba el Convenio 
Sanitario-Veterinario entre el gobierno de la República 
y el gobierno de la República de Bulgaria (anteriormen- 
te denominada República Popular de Bulgaria), suscrito 
en Montevideo el día 26 de mayo de 1971, al permane- 
cer vigentes los fundamentos que en su oportunidad ame- 
ritaron su envío. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el que se aprueba el Convenio 
Sanitario-Veterinario entre el gobierno de la República 
y el gobierno de la República Popular de Bulgaria, sus- 
crito en Montevideo el día 26 de mayo de 1971. 


El texto del proyecto que es llevado a la considera- 
ción de ese Cuerpo en la oportunidad, ha sido encarado 
con el fin de facilitar el intercambio económico comer- 
cial de animales y sus productos, libre de enfermedades 
infecciosas y parasitarias trasmisibles a animales o per- 
sonas, asegurar la protección de la salud de los consumi- 
dores, y establecer una colaboración efectiva en los do- 
minios de la ciencia y la práctica veterinaria. 
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Las Partes Contratantes se comprometen a suminis- 
trar y a aceptar mutuamente garantías técnico-higiéni- 
co-sanitarias para la importación de animales vivos y 
productos de origen animal del territorio de una de ellas 
al territorio de la otra, sobre la base de la reciprocidad. 


En tres anexos, que constituyen parte integrante del 
Convenio referido, se especifican las garantías acorda- 
das. 


Se establece asimismo que los documentos necesa- 
rios para su aplicación podrán ser intercambiados direc- 
tamente entre los servicios veterinarios oficiales compe- 
tentes de cada una de las Partes. 


Se prevé que las disposiciones contenidas en los 
anexos podrán ser modificadas conforme a acuerdos téc- 
nicos entre las autoridades veterinarias competentes. 


“Se crea una Comisión Técnica Mixta, que estará 
integrada con tres miembros de cada Parte, que se re- 
unirá alternativamente en uno u otro de los territorios de 
las Partes Contratantes. Esta tendrá como cometido es- 
tudiar los resultados de la aplicación práctica del Con- 
venio, así como cualquier otro asunto concurrente al 
mejor cumplimiento de las cláusulas de colaboración 
sanitaria establecidas en el mismo”. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea general las seguridades de su más alta consi- 


, deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA, Pedro Saravia, 
Héctor Gros Espiel. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébase el Convenio Sanitario-Ve- 
terinario entre el gobierno de la República y el gobierno 
de la República de Bulgaria (anteriormente denominada 
República Popular de Bulgaria), suscrito en Montevideo 
el 26 de mayo de 1971. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espiell, Pedro Saravia. 


CONVENIO SANITARIO VETERINARIO 
entre el gobierno de la República Popular de 
Bulgaria y el gobierno de la República Oriental del 
Uruguay 


Los gobiernos de la República Popular de Bulgaria y 
de la República Oriental del Uruguay, con el fin de 
facilitar el intercambio económico comercial de anima- 
les y productos de origen animal, proteger mutuamente 
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sus territorios de la propagación de enfermedades infec- 
ciosas y parasitarias trasmisibles a animales o personas, 
asegurar la protección de la salud de los consumidores, 
y establecer una colaboración efectiva en los dominios 
de la ciencia y la práctica veterinarias, resuelven cele- 
brar el presente Convenio. 


ARTICULO I 


Los gobiernos de la República Oriental del Uruguay 
y de la República Popular de Bulgaria (denominados en 
adelante “las Partes Contratantes”) se comprometen a 
suministrar y a aceptar mutuamente las garantías técni- 
co-higiénico-sanitarias especificadas en los Anexos I, II 
y III, que constituyen parte integrante del presente Con- 
venio para la importación de animales vivos y productos 
de origen animal del territorio de una de las Partes Con- 
tratantes al territorio de la otra. 


ARTICULO Il 


Los documentos necesarios para la aplicación del 
presente Convenio podrán ser intercambiados directa- 
mente entre los Servicios Veterinarios Oficiales compe- 
tentes de cada una de las Partes Contratantes. 


ARTICULO IM 


Las disposiciones de los Anexos al presente Conve- 
nio podrán ser modificadas conforme a acuerdos técni- 
cos entre las autoridades veterinarias oficiales compe- 
tentes de las Partes Contratantes, las cuales podrán asi- 
mismo resolver los aspectos de detalle de la aplicación 
de dichos Anexos. 


A tales efectos se creará una Comisión Técnica Mix- 
ta que tendrá como objetivos estudiar los resultados de 
la aplicación práctica del presente Convenio, proponer 
modificaciones y mejoras eventuales a las garantías y 
condiciones fijadas en el mismo, convenir el intercam- 
bio de profesionales veterinarios, acordar las normas ne- 
cesarias para el intercambio de productos biológicos des- 
tinados a diagnóstico, prevención o tratamiento de en- 
fermedades de los animales, someter a consideración de 
los gobiernos proposiciones tendientes a adecuar las nor- 
mas del Convenio con las recomendaciones emanadas 
de organismos internacionales reconocidos por los go- 
biernos de ambos países, y cualquier otro asunto concu- 
rrente al mejor cumplimiento de las cláusulas de colabo- 
ración sanitaria establecidas en este Convenio. 


La Comisión Técnica Mixta estará integrada con tres 
miembros de cada Parte y sus reuniones tendrán lugar 
alternativamente en uno u otro país. Cada delegación 
podrá ser ampliada con especialistas en los problemas 
que se habrá de discutir en las sesiones. 


Los acuerdos de la Comisión deberán ser aprobados 
por los respectivos gobiernos de las Partes Contratantes. 
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ARTICULO IV 


El presente Convenio entrará en vigor en la fecha 
del canje de los respectivos instrumentos de ratificación 
y tendrá una vigencia de cinco (5) años, prorrogable 
automáticamente por períodos sucesivos de un (1) año, 
si ninguna de las Partes manifiesta por escrito -con una 
anticipación de treinta (30) días a la expiración de los 
plazos- su deseo de anularlo, 


Hecho en la ciudad de Montevideo a los veintiséis 
días del mes de mayo del año mil novecientos setenta y 
uno, en cuatro textos originales, dos en idioma búlgaro 
y dos en idioma español, siendo ambas versiones de 
igual validez. 


Por el gobierno de la Por el gobierno de la 
República O. República Popular 
del Uruguay de Bulgaria 


- ANEXO 1 - 


Lista de condiciones generales para el intercam- 
bio de animales y productos de origen animal 


Definiciones. Artículo 1”. - Conforme al sentido del 
Convenio Sanitario Veterinario suscrito entre los gobier- 
nos de la República O. del Uruguay y de la República 
Popular de Bulgaria, bajo las denominaciones de “ani- 
males” y “productos de origen animal” se entiende: 


Animales: artiodáctilos domésticos y salvajes (gana- 
do bovino, ovino, porcino y caprino, búfalos y came- 
llos); solípedos (caballos, asnos, mulos); aves de corral 
(gallinas, patos, pavos, gansos y pintadas); faisanes, per- 
dices y pájaros; abejas; crustáceos, moluscos, peces y 
reptiles de todos los órdenes. 


Productos de origen animal 


-Materias primas de origen animal: todas las partes 
del cuerpo del animal en estado no procesado, sin tener 
en cuenta su destino; 


-Productos alimenticios de origen animal: partes del 
cuerpo del animal, en estado fresco o procesado, desti- 
nados al consumo de seres humanos (como huevos, le- 
che y productos lácteos, miel); 


-Residuos de origen animal: partes componentes del 
cuerpo del anima! que no sirvan para alimento de seres 
humanos. 


Los animales vivos y los productos de origen animal no 
previstos en el presente Anexo serán tratados en la forma 
que disponga cada una de las Partes Contratantes. 
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Notificación de enfermedades. Art. 2”. - Los orga- 
nismos oficiales competentes en materia de salud ani- 
mal en los países contratantes se comprometen a infor- 
marse mutuamente sobre el estado de las ganaderías 
respectivas mediante el envío de boletines epizootioló- 
gicos mensuales, 


Las autoridades veterinarias se comprometen, ade- 
más, a comunicar de inmediato, por vía telegráfica, la 
aparición eventual en sus territorios de cualquier foco de 
enfermedad no registrada con anterioridad y cuya notifi- 
cación sea considerada obligatoria por la Oficina Inter- 
nacional de Epizootias y concretamente las comprendi- 
das en las listas A y B. Igual obligación existirá con 
respecto a la comprobación de tipos y subtipos de virus 
aftosos no existentes con anterioridad en los territorios 
de las Partes Contratantes. 


En las situaciones especiales mencionadas, la Parte 
Contratante no afectada podrá prohibir o limitar -por el 
tiempo que dura el peligro de difusión de la enfermedad 
de que se trate- ta importación de animales, productos 
de origen animal y otros productos u objetos que puedan 
ser transmisores de la enfermedad, tomando en conside- 
ración también las demás disposiciones del Convenio. 


Certificaciones requeridas. Art. 3”. - Durante la im- 
portación, exportación y tránsito, los envíos de animales 
y productos de origen animal serán acompañados de los 
siguientes documentos: 


Animales: 


a) certificado sanitario oficial, expedido por los vete- 
rinarios autorizados especialmente a ese efecto; y 


b) certificado de propiedad referente a ganado ma- 
yor. 


Productos de origen animal: 


a) certificado sanitario oficial expedido por veterina- 
rios autorizados al efecto; y 


b) protocolo de análisis referente a las investigacio- 
nes de laboratorio de diferentes productos, de acuerdo 
con las exigencias sanitarias y comerciales. 


Los modelos de certificados sanitarios serán estable- 
cidos por los Servicios Veterinarios oficiales competen- 
tes de las Partes Contratantes. 


Lugares de cuarentena y/o embarque. Art. 4. - Las 
autoridades veterinarias de los países contratantes co- 
municarán el emplazamiento de los centros de observa- 
ción cuarentenaria y de los lugares de embarque de los 
animales y de los productos de origen animal previstos 
en este Convenio. 
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Prácticas de desinfección. Art. 5”. - La desinfección 
de los medios de transporte para animales o productos 
crudos de origen animal será efectuada conforme a pro- 
cedimientos aceptados por ambas Partes Contratantes. 


-ANEXO IL- 


Lista de condiciones especiales para el intercam- 
bio de animales 


Artículo 1”. - El certificado de origen y estado sani- 
tario de los animales debe indicar: nombre del propieta- 
rio; ubicación precisa de los establecimientos de origen; 
cantidad, tipo y descripción de rasgos peculiares de los 
animales. 


El certificado debe consignar, también, que los ani- 
males fueron criados en el territorio del país exportador; 
que, antes del envío estuvieron treinta (30) días sin inte- 
rrupción en el lugar de procedencia; que el transporte 
fue efectuado en forma directa desde las fincas de ori- 
gen en vehículos desinfectados previamente; y que los 
animales gozaban de buena salud antes de ser embarca- 
dos. ] 


Art. 2”. - Las autoridades veterinarias oficiales com- 
petentes certificarán, además: 


a) Que en el territorio del país exportador no existen 
ni han existido, en los plazos que a continuación se 
determinan, las siguientes enfermedades: 


- Peste bovina y pleuroneumonía contagiosa, duran- 
te los últimos doce (12) meses. 


- Peste porcina africana, durante los últimos doce 
(12) meses. 


- Pleuroneumonía de las cabras, durante los últimos 
seís (6) meses. 


b) Que en un radio de treinta (30) kilómetros alrede- 
dor de los lugares de origen no fueron comprobadas 
estas enfermedades: 


- burina, ilegible, anemia infecciosa, encefalomieli- 
tis contagiosa y fiebre catarral en los solípedos durante 
los doce (12) meses anteriores. 


- peste clásica, rinitis atrófica y ilegible en el ilegi- 
ble. 


Art. 3”. - Las exigencias referentes a fiebre aftosa, 
tuberculosis, brucelosis, leucosis, tricomoniasis, vibrio- 
sis y otras enfermedades infecciosas no mencionadas en 
el artículo 2* serán fijadas de común acuerdo entre las 
autoridades veterinarias oficiales competentes de ambas 
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Partes Contratantes con arreglo a las recomendaciones 
de la Oficina Internacional de Epizootias. 


Art. 4”. - Los bovinos objeto de exportación deberán 
proceder de rebaños vacunados sistemáticamente cada 
cuatro (4) meses, con vacuna antiaftosa inactivada triva- 
lente, controlada por el Servicio Veterinario oficial. 


Si se trata de ovinos, caprinos o porcinos, en el certi- 
ficado deberá constar que fueron vacunados contra la 
aftosa entre los quince (15) y ciento veinte (120) días 
antes de su envío, con vacuna aprobada por el Servicio 
Oficial. 


Art. 5”. - Asimismo los certificados deberán testi- 
moniar que los animales de especies sensibles a brucelo- 
sis fueron sometidos a pruebas serológicas reveladoras 
de ta enfermedad, con resultados negativos, de acuerdo 
a las normas internacionales en vigencia para la inter- 
pretación de resultados, treinta (30) días antes del em- 
barque. 


Por lo que respecta a tuberculosis, el certificado de- 
berá consignar que los animales de especies receptivas 
reaccionaron negativamente a pruebas diagnósticas de 
intradermo-tuberculinización practicadas dentro de los 
treinta (30) días previos al embarque. 


Art. 6”. - El certificado veterinario de origen y esta- 
do sanitario tiene validez por diez (10) días, a contar de 
la fecha de expedición. En caso de que el plazo venza 
antes que los animales arriben al lugar de embarque del 
país exportador, podrá ser prorrogado por las autorida- 
des veterinarias oficiales diez (10) días más, siempre y 
cuando al ser revisados los animales no manifiesten sín- 
tomas de enfermedades, lo que deberá ser anotado en el 
certificado. 


Cuando se trate de animales menores, aves y ganado 
bovino destinados al sacrificio, se expedirán certificados 
sanitarios comunes en los casos en que dichos animales 
sean de un mismo tiempo, procedan de un mismo ilegi- 
ble. 


Art. 7”. - Cuando en una partida de animales desti- 
nados a importación, el órgano veterinario de control 
encuentre animales enfermos o exista la sospecha de 
que hubiesen contraído alguna enfermedad contagiosa, 
de acuerdo al carácter de la enfermedad adoptará las 
medidas previstas al efecto en las reglamentaciones del 
país importador, dando cuenta de las mismas al Servicio 
Veterinario del país exportador. Si después de la llegada 
ai país de destino fuese comprobada la existencia de una 
enfermedad contagiosa en los animales importados, el 
caso será comunicado de inmediato por vía cablegráfica 
especificando la naturaleza de la enfermedad y de las 
medidas adoptadas. 
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La opción a la devolución de animales importados 
cuyo rechazo sea dispuesto por la autoridad veterinaria 
del país importador podrá ser ejercido dentro de los 
cinco (5) días de la fecha de notificación. Vencido ese 
plazo, los animales serán sacrificados. 


-ANEXO UI- 


Lista de condiciones especiales para el intercam- 
bio de productos de origen animal 


Artículo 1%. - La exportación de carnes y productos 
alimenticios de origen animal sólo será permitida si pro- 
vienen de mataderos y establecimientos registrados y 
aprobados por la autoridad oficial encargada del control 
de la higiene e inspección de las carnes. A todos los 
mataderos y establecimientos autorizados para la matan- 
za de animales destinados al consumo humano y la pre- 
paración de productos de origen animal les corresponde- 
rá un número que deberá ser colocado sobre todos los 
envases, etiquetas y documentos. 


Art. 2”. - Cada una de las Partes Contratantes comu- 
nicará a la otra, en un plazo de tres (3) meses, a partir de 
la fecha de entrada en vigor del presente Convenio, la 
lista y los números de Jos mataderos y fábricas aproba- 
dos para exportación. 


Cualquier modificación en dichas listas deberá ser 
comunicada de inmediato a la otra Parte. 


Art. 3”. - Los mataderos aprobados para la exporta- 
ción deberán disponer de las instalaciones siguientes: 


- lugar para descanso previo al sacrificio; 
- local para sacrificio de bovinos y ovinos; 


- cuando corresponda, una zona especial para sacrifi- 
cio de cerdos; 


- local especial para el sacrificio de animales enfer- 
mos o sospechosos; ] 


- local para preparación de estómagos y tripas; 
- cámaras frigoríficas. 


Los locales de sacrificio deberán estar provistos, en 
la medida posible, de equipos que permitan realizar ma- 
nipulaciones, al cortar la carne, estando los animales 
colgados. 


Art. 4%, - Con excepción de los cerdos, todos los 
animales sacrificados deberán ser desollados antes de la 
evisceración, de manera que se evite la contaminación 
de los canales. 
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No se permitirán otros cortes que los necesarios para 
la inspección que realicen los expertos. 


En ningún caso podrán ser objeto de exportación 
carnes que provengan de animales cuyo engorde haya 
sido estimulado por sustancias estrogénicas, antibiótica 
O tireostáticas. 


Art. 5”. - El transporte de carnes crudas, sometidas a 
refrigeración o no, sólo podrá ser realizado en las for- 
mas siguientes: 


- Bovinos: en medias reses y cuartos; 


- Ovinos: enteros, mitades, cuartos, perniles y espal- 
das; 

- Porcinos: enteros, medios, jamones, costillas y pie- 
zas delanteras. 


- Equinos: medios y cuartos; 
- Cabezas y colas: enteras, no deshuesadas; 


- Achuras: a) lenguas, corazones, hígados, riñones, 
sesos y glándulas deben ser enteros. 


b) estómagos oO intestinos deben ser enteros, limpios 
y blanqueados. 


Las Partes Contratantes, de común acuerdo, podrán 
adoptar cortes de carnes diferentes de los mencionados. 


Art. 6”. - Los canales, cabezas y subproductos co- 
mestibles deberán lievar tos sellos que acrediten la ins- 
pección por el veterinario oficial. 


Cada cuarto deberá llevar como mínimo dos sellos 
de control. 


Las reses de ovinos deberán llevar, como mínimo, 
dos sellos en cada mitad del animal. 


Cada trozo de carne deberá llevar un sello, como 
mínimo. 


Cada paquete que contenga pedazos de carne o vís- 
ceras deberá estar provisto de etiqueta en la que esté 
indicado el matadero donde fue sacrificado el animal. 
Dicha etiqueta deberá llevar el sello de inspección. 


Este sello deberá ser colocado también en el centifi- 
cado veterinario. 


Art. 7%. - Los establecimientos para procesamiento 
de la carne deberán estar acondicionados de tal modo 
que permitan trabajar con el máximo de higiene, y dis- 
poner de las siguientes instalaciones: 
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- local refrigerado para la recepción de las carnes 
(materiales primarios ); 


- local para descuartizamiento; 

- local para la preparación; 

- local para el cocimiento; 

- local apartado para derretimiento de la grasa; 
- local para ahumado; 

- local para el secamiento; 

- local para empaquetamiento; 


- depósito frigorífico para almacenamiento y expedi- 
ción. 


En los establecimientos para procesamiento sólo se 
podrá emplear carne proveniente de mataderos aproba- 
dos para exportación. 


No se permite emplear antibióticos, antioxidantes ni 
otras materias para la conservación de los productos. 


Art. 8”, - Cada envase deberá llevar una etiqueta 
que permita individualizar el establecimiento de proce- 
dencia. Llevará, asimismo, el sello de control sanitario. 


Copia de la etiqueta deberá ser colocada en la parte 
interior del envase. 


Art. 9”. - Los certificados veterinarios de origen y 
buenas condiciones que acompañen los productos de 
origen animal, como también los objetos que puedan ser 
transmisores de contagio, deberán garantizar que: 


a) los productos provienen de animales que no pade- 
cían enfermedades infecciosas y parasitarias que puedan 
ser transmitidas a animales y personas; 


b) provienen de regiones en las cuales no fueron 
comprobadas enfermedades infecciosas y parasitarias pro- 
pias de los animales; 


c) la carne procesada (fresca, salada, ahumada, seca, 
en salmuera o cocida), así como los productos de la 
carne, provienen de animales que antes y después del 
sacrificio fueron revisados por un veterinario designa- 
do por la autoridad competente del país exportador y 
recibidos por un veterinario designado por la autoridad 
competente del país exportador y recibidos en un ma- 
tadero o establecimiento para procesar carne autoriza- 
da para la exportación y sometida a control veterinario 
permanente; 
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d) la carne y los productos cárneos son aptos para el 
consumo y no provienen de animales sacrificados por 
necesidad; y 


e) las carnes de cerdo fueron sometidas, con resulta- 
do negativo, a investigación de triquinosis y de cistocer- 
cosis. 


Art. 10. - Las aves deberán estar desplumadas, con 
excepción de la cabeza, y limpias de tripas conforme a 
las exigencias del país importador. Refrigeradas, o con- 
geladas, deberán ser colocadas en envases herméticos. 


Cada partida deberá ser acompañada del certificado 
veterinario oficial. 


Art. 11. - Los envíos de huevos para incubar deben 
ser acompañados de un certificado veterinario de origen 
y buen estado de salud en el que conste que provienen 
de establecimientos que no están afectados por enferme- 
dades contagiosas propias de las aves y, en especial, por 
peste y pseudo-peste, pulorosis, tifus, micoptasmosis cró- 
nica, Cólera, tuberculosis, leucosis, ornitosis-psitacosis, 
bronquitis infecciosa y Otras. 


Art. 12. - Los animales de caza que hayan sido 
matados con destino a exportación deben ser preparados 
de acuerdo a las exigencias del país importador. 


Cada partida deberá ser acompañada de un certifica- 
do veterinario que testimonie que los animales proceden 
de zonas en las cuales no existen enfermedades conta- 
gjosas. 


Art. 13, - Los productos de origen animal, como 
pieles, cerdas, pelos, lana, plumas, cuernos, pezuñas, 
huesos, estiércol y raciones para el ganado (en caso que 
la ración esté compuesta total o parcialmente por harina 
de carne, huesos, sangre o pescado), deberán ser acom- 
pañadas de un certificado veterinario oficial en el que se 
de fe de que han sido sometidos a desinfección y esteri- 
lización; que no contienen Salmonellas y otros microor- 
ganismos patógenos; y que fueron obtenidos de anima- 
les sanos provenientes de haciendas y regiones en las 
que no fue comprobada la existencia de enfermedades 
contagiosas. 


El servicio veterinario oficial de cada una de las 
Partes Contratantes deberá comunicar a la otra el tipo de 
procedimiento técnico aplicado para la desinfección y 
esterilización de los productos de origen animal antes de 
ser exportados. 


Art. 14. - Ningún matadero, establecimiento de ma- 
tanza de aves y establecimientos donde se procesen car- 
nes y demás productos de origen animal podrán emplear 
personas que sufren enfermedades contagiosas oO sean 
portadoras de infecciones que puedan ser transmitidas a 
la carne y sus productos. 
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El personal de los establecimientos mencionados de- 
berá someterse a exámenes médicos periódicos. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales consi- 
deró el proyecto de ley que aprueba el Convenio Sanita- 
rio-Veterinario con la República de Bulgaria (en adelan- 
te, el Convenio) e informa al respecto lo siguiente: 


I ANTECEDENTES 


1. El Convenio fue firmado en Montevideo, el 26 de 
marzo de 1971. 


2. El Poder Ejecutivo, en su anterior integración, 
solicitó al Poder Legislativo la ratificación, mediante 
mensaje y proyecto de ley de 8 de julio de 1986, el cual 
no llegó a ser sancionado durante la legislatura prece- 
dente. 


3. El Poder Ejecutivo reiteró dicha iniciativa con 
fecha 13 de enero de 1992, señalando que permanecen 
“vigentes los fundamentos que en su oportunidad ameri- 
taron su envío” (Mensaje). 


4. La Cámara de Representantes lo sancionó el 9 de 
setiembre de 1993, 


I[ OBJETO 


El propósito del Convenio es “facilitar el intercam- 
bio económico comercial de animales y productos de 
origen animal, así como proteger sus respectivos territo- 
ríos y poblaciones de enfermedades. Se procura, asimis- 
mo, promover la colaboración en materia veterinaria” 
(Preámbulo). 


TM ANALISIS 


|. El Convenio está formado por el cuerpo, que consta 
de cuatro artículos, y por tres anexos que son parte inte- 
grante del mismo. 


2. Las partes se comprometen a suministrar y a acep- 
tar mutuamente garantías técnico-higiénico-sanitarias para 
la importación de animales vivos y de productos de 
origen animal. Las garantías se especifican en los anexos 
(artículo ID. 


3. Las autoridades veterinarias oficiales de ambas 
partes quedan encargadas de intercambiar documentos y 


C.S.- 217 


218 -C.S. 


resolver aspectos de detalle para aplicar el Convenio 
(artículo ID. También podrán modificar las especifica- 
ciones técnicas de los Anexos, en función de la evolu- 
ción científica y de las recomendaciones de organismos 
internacionales. Esas modificaciones se procesan en una 
Comisión Mixta (artículo IT). 


4. La Comisión Mixta, además de lo indicado, estu- 
diará la marcha del Convenio, promoverá el intercambio 
científico y de profesionales en el ramo y formulará 
propuestas para mejorar el Convenio (artículo II). 


5. La vigencia es de cinco años, prorrogables automá- 
ticamente por períodos sucesivos de un año (artículo IV). 


TV EVALUACION Y RECOMENDACION 


l. El Convenio apunta a facilitar el comercio de 
animales y productos de ese origen, lo que es de eviden- 
te interés para la República. 


2. Los requisitos de acceso, usuales en ese comercio, 
son fijados en este caso en forma bilateral, es decir, por 
acuerdo entre las partes. 


3. Resulta positivo la ampliación y diversificación 
de los mercados potenciales de nuestros productos. 


4. Constituye un elemento favorable a las buenas 
relaciones con la República de Bulgaria, las que existen 
desde mucho tiempo atrás. 


Por las consideraciones expuestas, vuestra Comisión 
de Asuntos Internacionales recomienda la sanción del 
proyecto de ley que aprueba el Convenio de Referencia. 


Sala de la Comisión, 14 de octubre de 1993. 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), 
Daniel Azzini, Hugo Batalla, Leopoldo 
Bruera, Reinaldo Gargano, Julio C. Gren- 
no, Américo Ricaldoni. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: el Convenio que nos 
ocupa fue suscrito hace aproximadamente 25 años. En el perío- 
do de gobierno anterior, el Poder Ejecutivo envió el Mensaje 
correspondiente solicitando la autorización parlamentaria para 
su ratificación, pero en ese entonces no tuvo trámite. Ahora, el 
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actual Poder Ejecutivo reitera el Mensaje, señalando que per- 
sisten las condiciones y circunstancias que aconsejan su ratifi- 
cación. 


En síntesis, se trata de un Convenio para facilitar las expor- 
taciones de carne vacuna, así como la cooperación en materia 
veterinaria. 


La característica especial de este Convenio es que incluye 
como anexo, una serie de especificaciones o condiciones que 
habrán de llenar los establecimientos, a los efectos de realizar 
la exportación de carne. A diferencia de otros casos, en que los 
países potencialmente importadores de este producto son quie- 
nes fijan unilateralmente las condiciones a que habrán de suje- 
tarse los exportadores, en este Convenio con Bulgaria las con- 
diciones son pactadas bilateralmente entre ambas naciones. Ade- 
más, se crea una Comisión Mixta que se encargará de observar 
el cumplimiento del Convenio y de estudiar la posibilidad de 
modificar, de común acuerdo, las especificaciones para que 
este comercio se pueda realizar de una manera fluida y eficaz. 


La Comisión de Asuntos Internacionales, por unanimidad, 
aconseja al Senado la aprobación de este proyecto de ley -que 
habilitará la ratificación de este Convenio- por lo que implica 
tanto como instrumento para facilitar el comercio de un pro- 
ducto sumamente importante en la estructura de nuestras ex- 
portaciones, como por el fortalecimiento de las relaciones con 
la República de Bulgaria, con la que nuestro país mantiene 
contactos desde hace mucho tiempo a nivel diplomático y co- 
mercial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de 
ley, 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Convenio Sanitario- 
Veterinario entre el gobierno de la República y el gobierno de 
la República de Bulgaria (anteriormente denominada Repúbli- 
ca Popular de Bulgaria), suscrito en Montevideo el 26 de mayo 
de 1971”. 

-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


9) JUAN CARLOS MOLINA. Pensión graciable. Proyec- 
to de ley. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: habiéndose distri- 
buido el proyecto de ley por el que se concede una pensión 
graciable al señor Juan Carlos Molina, solicito que se lo decla- 
re urgente y se considere de inmediato, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se va a 
votar si se declara urgente y se trata de inmediato el proyecto a 
que ha hecho referencia el señor senador Gargano. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con lo resuelto por el Senado, se pasa a consi- 
derar el asunto cuya urgencia fue declarada: “Proyecto de ley 
por el que se concede pensión graciable al señor Juan Carlos 
Molina Coitiño”. 


(Antecedentes:) 


“La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1". - Concédese una pensión graciable equi- 
valente a cuatro salarios mínimos nacionales al señor 
Juan Carlos Molina Coitiño. 


Art. 2”. - La erogación resultante será atendida por 
Rentas Generales. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1? de diciembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Waiter R. Santoro). - Léase el 
proyecto. 
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(Se lee) 
-En consideración. 


Se procederá a repartir las bolillas de votación correspon- 
clientes a la pensión graciable a otorgar al señor Juan Carlos 
Molina Coitiño, 


(Así se hace) 
SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Señor presidente: no sé si 
el señor senador Gargano iba a formular algún fundamento 
sobre este tema; en caso re ser así, le pido disculpas por haber- 
me anticipado. 


Quiero señalar que si se lee el texto fríamente, parecería 
que el señor Juan Carlos Molina es una persona desconocida o 
de pocos méritos. En realidad, este hombre es más conocido 
como “el payador Carlos Molina”, hijo de Cerro Largo. Ha 
recorrido el mundo brindando su arte y dejando muy en alto los 
prestigios del país. Es un bohemio y tiene una situación económica 
muy afligente. Por lo tanto, en mérito al arte que ha desarrollado y 
difundido por el mundo y en virtud de su situación económica, 
fundamento mi voto por adelantado expresando que voy a acompa- 
ñar el otorgamiento de esta pensión graciable. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - A modo de fundamento de voto 
adelantado, señor presidente, es conveniente que quede expresa 
constancia de que, al conceder esta pensión graciable, estare- 
mos beneficiando a una personalidad del canto y de la poesía 
popular uruguaya -nacido en Cerro Largo, pero patrimonio de 
todo el país y de gran parte de los latinoamericanos- que ha 
sido uno de los cultores de esta forma de arte, tanto en el 
Uruguay, como en toda América y Europa. 


En resumen, pienso que al otorgar esta pensión graciable 
también contribuimos a atender una situación económica en la 
que, en general, se encuentra toda la gente que ha hecho un 
gran aporte a la cultura nacional y no ha lucrado con ella. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: quiero hacer una 
aclaración que me parece corresponde a la fundamentación que 
se hizo sobre la presentación del payador Carlos Molina. 
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Es posible que pueda parecer folclórico decir que don Car- 
los Molina es un bohemio; en realidad, es y ha sido toda su 
vida un anarquista y ha vivido como tal. De pronto, desde 
alguna parte de la sociedad puede aparecer como un bohemio; 
pero entiendo que ha sido consecuente con una forma de enca- 
rar la vida, además de ser payador y poeta. 


Es cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - La Presi- 
dencia recuerda que la votación de las pensiones graciables se 
hace por el sistema de bolillero. 


Por otra parte, la Mesa considera que las manifestaciones 
formuladas deben figurar en la fundamentación del pedido de 
urgencia para tratar el tema y no en la toma de votación, puesto 
que si no fuera así estaríamos transgrediendo el sistema de voto 
secreto, 


10) OPERACIONES DE COMPRAVENTA DE LANA Y 
OTROS PRODUCTOS. Modificación al artículo 70 de 
la ley N* 13.695 de 24 de octubre de 1968. Proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se pasa a 
considerar el asunto que figura en segundo término del orden 
del día: “Proyecto de ley por el que se modifica el artículo 70 
de la ley N* 13.695, de 24 de octubre de 1968, relacionado con 
el registro de la documentación de las operaciones de compra- 
venta de lana y demás productos que establezca el Poder 
Ejecutivo realizadas directamente con el productor. (Carp. 
N? 1247/93 - Rep. N” 702/93)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1247/93 
Rep. N* 702/93 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente proyecto de ley. 


Artículo Unico. - Agréganse al artículo 70 de la ley 
N* 13.695, de 24 de octubre de 1968, los siguientes 
incisos: 


“Una vez registrada la documentación, el comprador 
que no haya recibido la totalidad de los productos ad- 
quiridos en los plazos y condiciones pactadas podrá pre- 
sentarse ante el Registro Nacional de Boletos de Com- 
praventa de Lanas y demás productos que estableciere 
el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo preceptuado por el 
artículo 69 de la presente ley acompañando el Boleto 
que documenta la operación de compraventa y la docu- 
mentación que acredite fehacientemente la fecha, volu- 
men y demás condiciones que refieran a lo pactado e 
incumplido, Con esa simple presentación e! Registro Na- 
cional de Boletos de Compraventa, sin más trámite, está 
obligado a expedirle un certificado donde conste el va- 


lor de reposición del producto faltante a la fecha en que 
debió ser entregado, 


Dicho certificado constituirá título ejecutivo y para 
iniciar la acción ejecutiva no será necesaria la previa 
intimación de pago. 


El valor que establezca el Registro será el valor pro- 
medio en plaza del producto fajtante, a la fecha en que 
debió ser entregado, con las mismas características acor- 
dadas por ambas partes en el documento original. 


El juez actuante tendrá, además, en cuenta las razo- 
nes de fuerza mayor que hubieren incidido en el incum- 
plimiento, así como las variables de peso que, a igual 
número de unidades y especie, se vieren alteradas por 
factores climáticos que pudieren afectar el quilaje resul- 
tante”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1” de setiembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
INFORME 
Al Senado: 


El presente proyecto de ley, ya sancionado por la 
Cámara de Representantes, procura un tratamiento equi- 
tativo entre las partes contratantes en las operaciones de 
compraventa de lana y otros productos de origen agro- 
pecuario que determine el Poder Ejecutivo. 


En efecto, el artículo 69 de la ley N” 13,695, de 24 
de octubre de 1968, establece la obligatoriedad de la 
documentación referida a las operaciones aludidas pre- 
cedentemente, definiéndose -además- las diferentes for- 
malidades que debe reunir dicha documentación. En par- 
ticular, la mencionada norma le asigna también a esa 
documentación el carácter de título ejecutivo, de modo 
que, sin previa intimación de pago, se puede deducir la 
acción correspondiente en los casos en los que proceda 
hacerlo. Asimismo, se señalan las sanciones aplicables a 
Jos infractores. 


Por otra parte, el artículo 70 de la ley N” 13.695, 
dispone el registro de las operaciones concertadas. 


Teniendo en cuenta que la posibilidad de entablar la 
acción ejecutiva referida antes existe solamente a favor 
del vendedor de lana u otros productos, el proyecto de 
ley que se presenta a consideración del Cuerpo apunta a 
extender dicha facultad también al comprador y -para 
ello- opta por modificar el texto del artículo 70 de la ley 
N* 13.695, Así, se propone agregar cuatro incisos a di- 
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cho artículo. El primero de ellos, establece las formali- 
dades que deberá cumplir el comprador que no haya 
recibido la totalidad de los productos adquiridos en los 
plazos y las condiciones pactadas, El segundo, asigna el 
carácter de título ejecutivo al certificado que el compra- 
dor obtenga una vez cumplidos los trámites a que se 
refiere el inciso precedente. El tercero, define los crite- 
rios para la cuantificación del valor del producto faltan- 
te. Finalmente, el cuarto inciso alude a las razones de 
fuerza mayor que habrá de considerar el juez actuante. 


Por las razones de justicia y de tratamiento igualita- 
rio entre las partes, que fueron invocadas antes, esta 
comisión recomienda al Cuerpo la sanción de este pro- 
yecto de ley, que contó con el respaldo de todos los 
sectores en la Cámara de Representantes. 


Sala de la Comisión, a 18 de octubre de 1993. 


Danilo Astori, Miembro informante, Daniel 
Azzini, Reinaldo Gargano, Raumar Jude, 
Daoiz Librán Bonino, Julián Olascoaga, 
Carlos Julio Pereyra. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador As- 
tori. 


SEÑOR ASTORI, - Señor presidente: estamos ante un pro- 
yecto que ya fue aprobado por la Cámara de Representantes, 
contando con la participación de todas las fuerzas político- 
partidarias y sectores allí representados. Se trata, pues, de una 
iniciativa que fue aprobada por unanimidad, cuyo objetivo es 
procurar equidad entre las partes contratantes en los negocios 
de compraventa de lana y otros productos agropecuarios que 
determine, tal como dice el proyecto, el Poder Ejecutivo en el 
futuro. Quiere decir que éste quedaría facultado para incremen- 
tar esta lista con otros productos agropecuarios, además de las 
Operaciones de compraventa de lana. 


Debemos decir -adelantamos que este es un fundamento 
breve del proyecto de ley que la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca trae a consideración del Senado- que el artículo 
69 de la ley N” 13.695, de 24 de octubre de 1968, establece la 
obligatoriedad de la documentación de estas operaciones y, 
además, señala las diferentes formalidades que ésta debe cubrir 
o cumplir. 


Por otra parte -y esto es fundamental- asigna a esta docu- 
mentación el carácter de título ejecutivo de modo que, sin 
previa intimación de pago, se puedan deducir las acciones co- 
rrespondientes cuando las circunstancias lo aconsejen. 
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Por su parte, el artículo 70 de esa ley establece el registro 
de las operaciones concertadas. 


Ahora bien, teniendo en cuenta que, de acuerdo con el 
régimen en vigencia, solamente el vendedor de estos productos 
tiene la posibilidad de entablar acción ejecutiva, el presente 
proyecto procura extender esta posibilidad también al compra- 
dor. Así, en la iniciativa se opta por modificar el artículo 70 de 
la ley N” 13.695, agregándole cuatro incisos. El primero esta- 
blece las formalidades que deberá cumplir el comprador cuan- 
do no ha sido atendido en tiempo y forma por parte del vende- 
dor, es decir, cuando no se han cumplido, digamos, todos los 
extremos de la operación acordada o se lo ha hecho mal. El 
segundo es el que le asigna el carácter de título ejecutivo, 
ahora, a favor del comprador. El tercero define los criterios 
para la cuantificación del valor del producto faltante, o sea, el 
que ha llevado al comprador a iniciar la acción. El cuarto alude 
a las razones de fuerza mayor que, en circunstancias de este 
tipo, deberá tener en cuenta el juez actuante. 


Al igual que en la Cámara de Representantes, la unanimi- 
dad de los sectores que actuaron en la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca del Senado dio apoyo a este proyecto que, 
reitero, procura dar un tratamiento equitativo. A nuestro juicio, 
se trataba de una necesidad y, por razones de trabajo del Sena- 
do -y, fundamentalmente, por haber estado dedicados durante 
todo el mes de noviembre al tema constitucional- se demoró el 
tratamiento de esta iniciativa. Entonces, porque entendemos 
que es urgente su aprobación, proponemos al Cuerpo que le dé 
su consentimiento. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 


palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: adelanto que voy a 
hacer un comentario sobre un aspecto de la norma que se pro- 
pone aprobar que, de pronto, correspondería a la discusión par- 
ticular. No obstante ello, y dado que el proyecto consta de un 
solo artículo, lo voy a hacer ahora, en la discusión general, 
comenzando por señalar nuestra complacencia por esta iniciati- 
va y también por el informe que elevó la Comisión de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca del Senado. 


Si bien lo vamos a votar afirmativamente, queremos señalar 
-sin que esto suponga una discordancia con la propuesta- nues- 
tra preocupación por la solución que se consagra en el inciso 
final proyectado. 


En términos generales, no es una buena solución conceder a 
los jueces la posibilidad de apreciar el mérito de una medida de 
carácter jurisdiccional. Se ha dicho, en una expresión que esti- 
mo muy feliz, que la misión de los jueces -que es una alta 
misión en cualquier sociedad civilizada- es la de decir el dere- 
cho, Entonces, dar a los jueces la facultad de apreciar el mérito 
de una medida jurisdiccional -en este caso, llevar adelante una 
acción ejecutiva según las circunstancias de que se trate- no 
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digo en relación con este asunto concreto que seguramente ha 
sido cuidadosamente examinado, sino, repito, en términos ge- 
nerales, no es una buena solución. Los jueces no deben tener 
-salvo casos excepcionales que el derecho reconoce- la facultad 
de aprectar la conveniencia de una medida jurisdiccional sino 
decidir conforme a derecho en función de to que le pueden 
plantear los litigantes. 


Dejo esto como una constancia sin proponer absolutamente 
nada, porque parto de la base de que este asunto ha sido sufi- 
cientemente estudiado y se ha considerado que este es uno de 
los casos en que la excepción se justifica. 


Era cuanto deseaba señalar. 
SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Señor presidente: siguiendo el razo- 
namiento del señor senador Cassina en cuanto a que este pro- 
yecto contiene un único artículo, creo que esta es la oportuni- 
dad para señalar lo que deseo expresar. 


En primer lugar, no parece razonable que al deudor se lo 
prive de la posibilidad de intimación de pago. En nuestro dere- 
cho positivo no existe ningún título ejecutivo en el que no se 
opere previa intimación de pago, salvo que se haya hecho el 
reconocimiento de deuda por el procedimiento de citación del 
deudor para que reconozca expresa o tácitamente la firma. En 
tal caso, parece extremadamente conminatorio y ejecutorio el 
procedimiento por el que ni siquiera se da la oportunidad de la 
intimación, ya que se realiza el embargo y secuestro de bienes, 
se inicia la ejecución y se le cita a excepciones sin haber tenido 
noticias, por lo menos, de que la persona había caído en mora 
respecto a sus obligaciones, adicionándole que el título ejecuti- 
vo no ha sido constituido por ella misma. Se trata de un nego- 
cio de compraventa en el que, a través de un procedimiento 
“sui generis” hay un tercero, el Registro, que fija el valor alter- 
nativo de la mercadería faltante. 


Por estos motivos, tengo mis serias reservas acerca de la 
pertinencia de un procedimiento ejecutivo realizado en esas 
condiciones. 


Por otra parte, el acreedor comprador cuenta con la posibili- 
dad del procedimiento del juicio sumario de entrega de la cosa, 
en virtud de un documento firmado por el vendedor que le da, 
alternativamente, una acción ejecutiva contra cantidad líquida 
y exigible que surge de un certificado expedido por un tercero 
sin siquiera tener la oportunidad de una intimación previa de 
pago, a los efectos de cumplir con su deuda antes de ser ejecu- 
tado. No creo que en nuestro Derecho Positivo exista alguna 
disposición procesal con caracterísiwas similares a las que se 
están proyectando. 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - En primer lugar, quiero señalar que la 
constancia del señor senador Cassina es absolutamente de reci- 
bo, salvo que en este caso particular y ante la incidencia evi- 
dente de factores biológicos -como los que ocurren con respec- 
to a las operaciones de compra-venta de productos agropecua- 
rios- se podría afirmar -y espero no agredir conceptualmente el 
razonamiento del señor senador Cassina- que se trata de una 
situación excepcional. De todos modos, repito, considero que 
su observación es de recibo. 


En lo que tiene que ver con la observación realizada por el 
señor senador Ramírez -que también estimo importante y perti- 
nente- quiero recordar que ese régimen está en vigencia en 
nuestro país desde el año 1968, sólo que se favorece exclusiva- 
mente al vendedor. El artículo 69 de la ley N* 13.695 establece 
específicamente la posibilidad de deducir acción ejecutiva sin 
previa intimación de pago. Lo que se pretende con este proyec- 
to de ley es introducir una norma de equidad entre el compra- 
dor y el vendedor. Aclaro que estoy dispuesto a discutir el 
tema, siempre y cuando se tomen en cuenta las dos partes y, en 
su momento, se revea la ley N” 13.695. Reitero que el objetivo 
de esta iniciativa es, simplemente, establecer una igualdad en- 
tre las partes y por esta razón la consideramos urgente. Si en el 
futuro se plantea -sobre la base de argumentos como los ex- 
puestos por el señor senador Ramírez- rever el sistema, debere- 
mos reconsiderar la ley del año 1968 y no este proyecto de ley. 


SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Quiero aclarar que, sin perjuicio de 
que la ley del año 1968 pueda establecer la pertinencia de una 
ejecución sin intimación, la situación no es idéntica entre com- 
prador y vendedor. El comprador se obliga a entregar una 
cantidad de dinero líquida y exigible en determinado plazo 
mientras que el vendedor debe entregar una mercadería. Ahora 
bien; el juicio ejecutivo está previsto para la ejecución y el 
cobro de cantidades de dinero líquidas y exigibles. En esta 
disposición, se pretende establecer una igualdad entre las par- 
tes, previendo un procedimiento absolutamente “sui generis” 
de fijación alternativa de precios por terceros que el vendedor 
desconoce -y luego de ésta el Registro, sin intimación de cuán- 
do debió entregar la mercadería y que la misma equivale a 
tanta cantidad de dinero a juicio del tercero. Posteriormente se 
puede ejecutar. Esto parece ser excesivo. 


Sin perjuicio de considerar que debería existir intimación 
de pago para el caso en que el ejecutado es el comprador, creo 
que la situación no es idéntica entre quien se obliga a entregar 
dinero y el que contrae el compromiso por bienes muebles, 
mercaderías o bolsas de lana, tal como sucede en este caso. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - El razonamiento del señor senador me 
ha quedado claro y creo que es de recibo. Sin embargo, consi- 
dero que si bien la situación no es idéntica en el sistema que 
proponemos, con el actual es aún más despareja e injusta. 


Es cierto que el vendedor no conoce el precio que se le 
puede fijar a la cosa, pero esa circunstancia se genera si aquél 
incumple con el contrato, desencadenando todo el mecanismo 
previsto en la ley N* 13.695 que es, precisamente, lo que este 
proyecto de ley pretende mejorar. 


Mi intención no es alargar esta polémica y creo que son de 
recibo Jos argumentos que se han expuesto, pero propondría 
que, en primer lugar, se aprobara esta iniciativa y posterior- 
mente, si el Senado lo estima pertinente, se aborde todo el 
régimen previsto en la ley N* 13.695. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: este proyecto de 
ley fue intensamente discutido en Comisión y creo que las 
observaciones de los señores senadores Cassina y Ramírez es- 
tán vinculadas. 


Si mal no recuerdo, para que exista un título ejecutivo en el 
derecho, se tiene que dar la situación de que se deba una canti- 
dad líquida y exigible, lo que constituye los presupuestos, del 
mismo. En el artículo 69 se establecía que para una de las 
partes ya existía esa situación configurada por el hecho de que 
al vendedor no se le satisficiera el pago, porque ya se había 
pactado un precio. En esa situación se configuraba el título 
ejecutivo y el certificado podía operar de esta manera, Enton- 
ces, para que se configure el título ejecutivo tiene que existir 
prácticamente el allanamiento del propio vendedor que no ha 
cumplido, porque el juez, a sus instancias, puede estudiar aque- 
llas circunstancias que le impidieron cumplir. El planteamiento 
que hacía el señor senador Cassina como una situación especial 
de darle al juez la posibilidad de analizar el mérito del caso, es 
la antesala de que se constituya el título. Si el juez entiende que 
hubo mérito para el incumplimiento debido a hechos de fuerza 
mayor, entonces no surgirá el título ejecutivo. De no ser así, se 
constituirá el título ejecutivo en base a un conjunto de hechos y 
a la circunstancia de que las operaciones que se realizan en ese 
tiempo son las que determinan el valor medio por el que se 
puede justipreciar la cantidad debida en forma prácticamente 
exacta. 


Estos son los elementos que se manejaron en la Comisión a 
fin de votar estas disposiciones que se agregan a las existentes 


en materia de comercialización de lanas. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Aclaro que debido a que no integro 
la Comisión que está estudiando el tema no lo he podido estu- 
diar con la profundidad debida. Sin embargo, creo que en algu- 
na medida asiste razón al señor senador Ramírez cuando plan- 
tea sus inquietudes. Podría resultar que con el deseo de equili- 
brar la situación del comprador y del vendedor, dejemos a este 
último a merced de un comprador que puede generar este título 
ejecutivo fijado por un tercero. Esta es una entidad que ha 
funcionado muy bien pero que no cuenta con los atributos de 
una fe pública. 


Á este respecto, me gustaría saber si se planteó en la Comi- 
sión -y de ser así, por qué se dejó de lado- el hecho de que si el 
comprador de lanas pagó el precio y el vendedor no entrega la 
mercadería, lo que corresnonde es hacer un juicio por entrega 
de la cosa. A esto debe agregarse lo que exige el inciso primero 
del artículo 364 del Código General del Proceso en el sentido 
de que el comprador acredite el cumplimiento por su parte de 
haber pagado la operación, aspecto que en este caso no exigi- 
mos. Parecería de rigor que el comprador tuviera que acreditar 
el pago de la mercadería. 


El señor miembro informante me acota que en el proyecto 
de ley se dice que el comprador debe acreditar el pago. Creo 
que este es un aspecto importante, pues con ello está compro- 
bando que cumplió con su obligación, es decir, que el vendedor 
de lana recibió el precio y que el comprador pagó antes de 
darle el título ejecutivo. En su caso, quizá sería mejor iniciarle 
la acción de juicio por entrega de la cosa. Advierto que el señor 
presidente no le agrada lo que planteo; tal vez debe tener algu- 
na experiencia en la materia. 


Cabe aclarar que planteo estas inquietudes a los señores 
miembros informantes, que las circunscribiría para aclarar en 
dos puntos. Por un lado, parto de la base, de una lectura no 
muy profunda del artículo único, de que no se indica la exigen- 
cia de probar el pago por parte del comprador, elemento que a 
mi juicio es trascendente; por otro quisiera saber si, más que un 
juicio ejecutivo por un valor que fije esta Comisión, no se 
debería arbitrar la entrega de la cosa o la restitución del precio 
recibido. La creación de un título ejecutivo por vía administra- 
tiva, sin ninguna intervención del comprador, me plantea cier- 
tas dudas. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR ASTORI. - Deseo dar respuesta a las dos pregun- 
tas, a mi juicio muy importantes, del señor senador Zumarán. 


Con respecto al tema de la posibilidad de juicio de entrega 
de la cosa, debo decirle que fue examinado tanto en la Cámara 
de Representantes -que estudió profundamente este proyecto de 
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ley- como en el Senado, donde también fue analizado exhausti- 
vamente. El problema que se plantea es que el objetivo de este 
proyecto de ley no es ese, y -pido perdón por insistir nueva- 
mente en el tema- aun habida cuenta, como decía el señor 
senador Ramírez, que las situaciones no son idénticas -y es 
efectivamente cierto que no lo son- habría que establecer, si no 
se desea poner la expresión “pie de igualdad entre ambas partes 
contratantes”, porque no son situaciones idénticas, que al me- 
nos desde este punto de vista tengan -en el lenguaje simple y 
no jurídico- las mismas posibilidades de utilizar instrumentos 
de este tipo, es decir, las mismas armas. A nuestro juicio, esto 
no es incompatible con la posibilidad que presenta el señor 
senador Zumarán y que este proyecto no dificulta en absoluto, 
sino que seguirá existiendo. 


En cuanto a la acreditación del pago, esto es, las obligacio- 
nes del comprador, aconsejo que se lea toda la ley N* 13,695, a 
cuyo artículo 70 este proyecto de ley le agrega cuatro incisos, 
de modo de tener en cuenta el contexto de todo lo que estable- 
ce la norma. En particular, sugiero leer con detención el pri- 
mero de los cuatro incisos que se agregan al artículo 70 y un 
pasaje que retoma otros aspectos establecidos en la ley 
N” 13.695, en el cual se señalan las formalidades que deberá 
cumplir el comprador para poder hacerse acreedor a esta facul- 
tad que le da el proyecto de ley. El mismo dice que el compra- 
dor podrá presentarse ante el Registro Nacional de Boletos de 
Compraventa de Lanas -que, precisamente, se crea en el artícu- 
lo 70, en el texto al cual se agregan estos incisos- y demás 
productos que estableciera el Poder Ejecutivo de acuerdo con 
lo preceptuado por el artículo 69 de Ja presente ley, acompa- 
ñando el boleto que documenta la operación de compraventa y 
la documentación que acredite fehacientemente la fecha, volu- 
men y demás condiciones que refieran a lo pactado e incumpli- 
do. En esas formalidades que debe cumplir el comprador, des- 
de luego está incluida la acreditación del pago y la posibilidad 
de ésta, De manera que a la segunda pregunta formulada por el 
señor senador Zumarán, contesto afirmativamente en el sentido 
de que se trata de una formalidad que hay que cumplir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de 
ley. 

(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Agréganse al artículo 70 de la ley 
N* 13,695, de 24 de octubre de 1968, los siguientes incisos: 


“Una vez registrada la documentación, el comprador que no 
haya recibido la totalidad de los productos adquiridos en los 
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plazos y condiciones pactadas podrá presentarse ante el Regis- 
tro Nacional de Boletos de Compraventa de Lanas y demás 
productos que estableciere el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo 
preceptuado por el artículo 69 de la presente ley acompañando 
el Boleto que documenta la operación de compraventa y la 
documentación que acredite fehacientemente la fecha, volu- 
men y demás condiciones que refieran a lo pactado e incumpli- 
do. Con esa simple presentación el Registro Nacional de Bole- 
tos de Compraventa, sin más trámite, está obligado a expedirle 
un certificado donde conste el valor de reposición del producto 
faltante a la fecha en que debió ser entregado. 


Dicho certificado constituirá título ejecutivo y para iniciar 
la acción ejecutiva no será necesaria la previa intimación de 


pago. 


El valor que establezca el Registro será el valor promedio 
en plaza del producto faltante, a la fecha en que debió ser 
entregado, con las mismas características acordadas por ambas 
partes en el documento original. 


El juez actuante tendrá, además, en cuenta las razones de 
fuerza mayor que hubieren incidido en el incumplimiento, así 
como las variables de peso que, a igual número de unidades y 
especie, se vieren alteradas por factores climáticos que pudie- 
ren afectar el quilaje resultante”. 


-En consideración. 
SEÑOR URIOSTE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Waiter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR URIOSTE. - Interpretando las objeciones que ha- 
cía el señor senador Zumarán, en cuanto a que no está muy 
claro el previo pago, creo que se podría modificar lo estableci- 
do por el artículo único. Precisamente, el final de la primera 
frase del inciso primero podría quedar redactada de la siguiente 
manera: “fecha, volumen, pago y demás condiciones que refie- 
ran a lo pactado e incumplido.” Concretamente, sugerimos agre- 
gar la palabra “pago”, con lo que quedaría más claro lo plan- 
teado por el señor senador Zumarán. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - La Mesa 
debe recordar que este proyecto de ley viene aprobado por la 
Cámara de Representantes, por lo que si le introducimos modi- 
ficaciones debería volver a ella para su consideración. 


SEÑOR ASTORL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR ASTORI. - Advierto que iba a decir lo mismo que 
termina de manifestar el señor presidente. Obviamente, esta- 
mos en un régimen bicameral, por lo que si tiene que volver a 
la Cámara de Representantes, así se hará. Sin embargo, con los 
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debidos respetos debo decir que no hay razones significativas 
como para que el proyecto de ley vuelva a la Cámara de Repre- 
sentantes. Sabido es que por la fecha en que estamos, el mismo 
se va a detener y quién sabe cuándo lo vamos a aprobar. 


La ley N” 13.695, en su conjunto, y en particular sus artícu- 
los 69 y 70, prevén -y aclaro que digo esto dentro de mis 
limitados conocimientos jurídicos- con claridad esa posibili- 
dad. Además, dentro de los cuatro incisos que se agregarían al 
artículo 70, el primero de ellos establece todas las demás con- 
diciones, por lo que pienso que se trata de un texto sumamente 
claro. Por tales razones, en las circunstancias que señalaba el 
señor presidente, no encuentro motivos significativos como para 
que el proyecto de ley vuelva a la Cámara de Representantes. 


SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Cabe recordar que el artículo 69 de 
la ley N* 13.695 tiene la finalidad de proteger al productor 
independiente cuando vende su lana directamente, sin interme- 
diarios. La razón es obvia, en virtud de que los compradores de 
lana son comerciantes avezados y, como tales, desempeñan 
habitualmente su profesión. En cambio, el productor de lana es 
un individuo no dedicado normalmente al comercio y no tiene 
el asesoramiento jurídico, la competencia y la habilidad nece- 
sarias para protegerse debidamente en los negocios que realiza. 


Por esa razón, es que el-artículo 69 le otorga un privilegio 
muy especial al productor cuando vende su lana para poder 
cobrarla a través de un boleto de compraventa, es decir que le 
viene al productor como un contrato de adhesión redactado 
según las normas previstas por el decreto reglamentario del 
Poder Ejecutivo y confeccionado por un comprador de lanas - 
barraquero o intermediario- que tiene la posibilidad de obtener 
el asesoramiento jurídico pertinente, para tomar las cautelas 
necesarias, a fin de no asumir riesgos excesivos en su contrata- 
ción. Esa es la razón por la cual el artículo 69 habla de las 
operaciones realizadas directamente con el productor. Es ahí 
donde aparece entonces el productor a quien se le debe dinero, 
pero el comprador cuando firma el boleto sabe cuándo y en qué 
condiciones debe pagarlo. Así lo establece el decreto reglamen- 
tario en su artículo 2”, diciendo que la compraventa de lana se 
documentará en boleto que contendrá la fecha y forma en que 
debe hacerse efectivo el pago. Es evidente que el literal g) 
habla de la forma, fecha y lugar en que debe hacerse entrega de 
la lana, mientras que en el literal H) se establece la multa por 
incumplimiento del contrato, si así se acordare. Lo cierto es 
que en este tipo de contrataciones no hay igualdad de partes 
porque una de ellas es comerciante habitual, mientras la otra es 
un productor independiente que normalmente suscribe una do- 
cumentación que ya le viene preparada, por lo que realiza, 
básicamente un contrato de adhesión, salvo que se trate de un 
gran productor, con una enorme cantidad de lana, que actúe 
con la cautela necesaria. Además, la práctica indica que el 
número de productores perjudicados por incumplimiento de los 
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compradores es mayor que los casos inversos. Por lo tanto, esta 
es la razón por la cual se establece este procedimiento excep- 
cional. 


Por otro lado, podemos decir que para tratar de hacer una 
equivalencia entre las partes, se innova de manera bastante 
importante en materia de derecho procesal, creando un título 
ejecutivo cuando lo que se debe entregar son los bienes mue- 
bles, la mercadería, etcétera. Asimismo, se debe aclarar que la 
obligación de entregar dinero es de género, por lo tanto, las 
causas de excusa por incumplimiento no son las mismas que en 
el caso de los bienes muebles, que no sean dinero, o que se 
trate de especie cierta y determinada. Entonces, no se pueden 
valorar de la misma manera las obligaciones sinalagmáticas 
que surjan en un contrato de compraventa entre el comprador y 
el vendedor de lana. Al intentar equipararlos, creo que se incu- 
rre en un exceso de mecanismos procesales otorgando privile- 
gios que no corresponden y que no los tiene ningún otro com- 
prador de mercadería de otro rubro. 


SEÑOR ASTORI. - Tampoco lo tienen los vendedores, se- 
ñor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - No es así porque los vendedores pue- 
den hacerle firmar un vale. Además, en el documento de com- 
praventa se puede establecer perfectamente que a partir de de- 
terminado momento se debe pagar y alcanza con probar el 
cumplimiento de su parte para exigir el monto pactado, me- 
diante título ejecutivo. 


Considero que con este proyecto de ley se exceden las fa- 
cultades que se le pueden otorgar al acreedor de un bien con- 
creto, de especie cierta y determinada o de género, pero gene- 
ralmente se da el primero de los casos porque se establece que 
la lana será de determinada calidad, finura, que se encuentra en 
cierto galpón o la que, se esquilará de tai majada. A mi juicio, 
reitero, que se le otorga un derecho excesivo al comprador de 
lana que no se encuentra en las mismas condiciones de inde- 
fensión que el vendedor. Esa es la “ratio” por la cual se dictó el 
artículo 69 de la ley de 1968. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: simplemente qui- 
siera dejar dos constancias. En primer lugar, creo que ho es 
exacto decir que la intimación sea indispensable para la confi- 
guración del título ejecutivo. No lo es cada vez que existe un 
instrumento público, porque no hay necesidad de intimación. 
Es más, la mayoría de ellos, elaborados por escribanos, estable- 
cen la mora automática. 


En segundo término, debo decir que el instrumento público 
no es solamente la escritura pública; habitualmente -y así lo 
define el Código Civil- es el que emana de un organismo que 
ejerce facultades dentro de sus competencias y expide un docu- 
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mento. Por mi parte, lo que veo en este proyecto -como no 
integro la Comisión, debo confesar que no estudié todas las 
fundamentaciones que se tomaron en cuenta para establecer 
esta solución- es que se pide un certificado, un registro nacio- 
nal de boletos de compraventa. En ese ámbito es que se fija un 
valor. Desde el punto de vista procesal -y no estoy hablando de 
la equidad del tema- las mismas razones que median parar que 
la ley N” 13.695, en su artículo 69 diga que para la otra parte 
no se requiere intimación, también se dan en este caso, porque 
la cantidad está fijada por un organismo, con arreglo a un 
criterio legal. 


Reitero que mi análisis no es acerca del carácter equitativo 
del asunto, porque no participé en las fundamentaciones que se 
realizaron, pero, desde el punto de vista procesal, conozco mu- 
chas situaciones en donde"la intervención de un organismo que 
fija una cantidad, determina lo innecesario de una intimación 
de pago, para que se configure el título ejecutivo. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - Señor presidente: en realidad 
soy productor de lana y no comprador, pero entiendo que este 
proyecto de ley contribuye a clarificar el mercado lanero por 
las siguientes razones. Aquí no se ha dicho que en épocas en 
que la lana sufría bruscas transformaciones, cuando se produ- 
cían alzas había productores -y esto hay que reconocerlo- que 
no entregaban la mercadería pactada. Por ejemplo, se estima- 
ban 10.000 quilos de lana y, en cambio, se entregaban 8.000; 
otras veces, por razones climáticas, en el contrato de compra- 
venta se estipulaba 10.00 quilos de mercadería y se entregaba 
una cantidad menor, pero eso se podía justificar. En otras oca- 
siones, el comprador no las aceptaba, Jo que daba lugar a situa- 
ciones enojosas en las que, generalmente, el productor salía 
perdiendo. A mi juicio, este proyecto de ley clarifica el proble- 
ma porque si el comprador exige algo indebido, el juez actuan- 
te -tal como lo establece el artículo único- tendrá en cuenta, 
además, las razones de fuerza mayor que hubieran incidido en 
el incumplimiento de lo pactado. 


Dejando de lado algunas dudas de derecho procesal que 
puedan surgir, creo que este proyecto de ley es positivo, viable 
y que, en definitiva, va a favorecer a los productores. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Waiter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: for- 
mulo moción en el sentido de que se postergue la votación del 
artículo único para otra instancia de la sesión de la tarde de 
hoy, a los efectos de disponer del tiempo necesario para anali- 


CAMARA DE SENADORES 


8 de Diciembre de 1993 


zar este tema en profundidad. Cuando fue aprobado en comi- 
sión este proyecto de ley, quien habla se encontraba en uso de 
licencia, por lo tanto me gustaría que el Cuerpo procediera de 
la forma solicitada. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - En este momento el Senado va a abor- 
dar otros asuntos, por lo que creo que deberíamos adoptar un 
criterio para que la consideración del proyecto de ley se poster- 
gue, pero sea tratado en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - El Regla- 
mento señala que como moción de orden se admite la suspen- 
sión o el aplazamiento del debate. El señor senador Alonso 
Tellechea ha propuesto que se aplace el debate, pero que este 
proyecto de ley sea considerado en el día de hoy. Por lo tanto, 
en su momento, algún señor senador procederá a solicitar la 
consideración del tema. 


Se va a votar la suspensión o el aplazamiento del debate 
relativo a este proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-24 en 26. Afirmativa. 


11) JUAN CARLOS MOLINA. Pensión graciable. Proyec- 
to de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - El resultado 
de la votación correspondiente a la pensión graciable a conce- 
der al señor Juan Carlos Molina Coitiño ha sido de 23 en 23 
por la afirmativa. 

-Léase el artículo 2”. 


(Se lee:) 


“ARTICULO 2”. - La erogación resultante será aten- 
dida por Rentas Generales.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 
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12) INMUEBLE PADRON N? 6.542, SITO EN LA $8* SEC- 
CION JUDICIAL DEL DEPARTAMENTO DE TA- 
CUAREMBO. Se transfiere a la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (Consejo de Educación Pri- 
maria). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se pasa a 
considerar el asunto que figura en tercer término del orden del 
día: “Discusión única de las modificaciones introducidas por la 
Cámara de Representantes al proyecto de ley por el que se 
transfiere, a título gratuito el inmueble padrón 6,542, de la 8va. 
Sección Judicial del departamento de Tacuarembó, a la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (Carp. N” 619/91 - 
Rep. N* 698/93).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N' 619/91 
Rep. N' 698/93 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
AI Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación con- 
sideró el proyecto de ley que transfiere el dominio de un 
predio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas a 
la Administración Nacional de Educación Pública, e in- 
forma al respecto lo siguiente: 


I- ANTECEDENTES 


1. El Poder Ejecutivo es el autor de la iniciativa, 
mediante mensaje y proyecto de ley de 1? de octubre de 
1991. 


2. El Senado sancionó un proyecto sustitutivo, sin 
afectar la sustancia de la iniciativa, con fecha 12 de 
noviembre de 1991. 


3. La Cámara de Representantes, a su vez, introdujo 
modificaciones a este último y lo devuelve al Senado (2 
de diciembre de 1992). 


l - OBJETO 


1. El propósito sustancial del proyecto -transferir un 
predio determinado del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas a la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica- es idéntico en las tres versiones de dicho texto 
legislativo. 


2. El objeto de la modificación introducida por la 
Cámara de Representantes es establecer que “la presente 


ley operará como título y modo de dicha traslación de 
dominio, bastando para su inscripción en el respectivo 
Registro de Traslaciones de Dominio un testimonio de 
la presente disposición” (artículo 2”). 


1 - ANALISIS 


1. El Senado modificó el proyecto original del Po- 
der Ejecutivo utilizando el verbo transferir en lugar de 
desafectar, para considerar que el primero se ajusta más 
a la naturaleza jurídica del acto de que se trata. 


2. La Cámara de Representantes coincide con esta 
redacción, pero añade un artículo 2”, con la finalidad de 
aclarar que la misma ley será el título y modo de la 
traslación de dominio que se produce por ministerio del 
artículo 1”. 


TV - EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. La incorporación del artículo 2” no es estrictamen- 
te necesaria. Si la transferencia de dominio se pretendie- 
ra realizar por la vía del derecho privado, regirían las 
normas pertinentes del Código Civil (Libro Tercero, De 
los modos de adquirir el dominio, Título TI De la tradi- 
ción). Sería el caso, por ejemplo, de una compraventa 
entre personas públicas, en la que dicho negocio jurídi- 
co sería el título y la tradición consiguiente consistiría 
en el modo. Luego se procedería a la inscripción en el 
registro. 


2. Tratándose en la especie de una transferencia ope- 
rada por mandato legal no se requiere la configuración 
de título y modo, ya que la propia ley es la que produce 
la transferencia del dominio. Sobre esta base, se puede y 
debe hacer la inscripción. El artículo 2”, en consecuen- 
cia, se limitaría a hacer explícitas estas circunstancias 
que son de por sí inherentes a las transferencias cuando 
éstas ocurren por ministerio de la ley. 


3. Las consideraciones precedentes indican que el 
artículo 2” incorporado es redundante. Sin embargo, se 
aconseja al Senado aceptar dicha modificación ya que: 


a. No afecta la estructura jurídica del proyecto de 
ley, añadiendo solamente un elemento implícito en su 
naturaleza. 


b. Hay concordancia total en cuanto al asunto de 
fondo, la transferencia de dominio que se dispone. 


c. El trámite del asunto es ya muy dilatado, desde el 
1? de octubre de 1991, ha transitado por ambas Cáma- 
ras, y en el predio en cuestión ya está funcionando una 
escuela cuya situación jurídica es urgente resolver. 
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Por lo expuesto, se recomienda aceptar la modifica- 
ción introducida por la Cámara de Representantes, 


Sala de la Comisión, a 14 de octubre de 1993. 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), 
Ernesto Amorín Larrañaga, Hugo Batalla, 
José Korzeniak, Américo Ricaldoni. Sena- 
dores. 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Transfiérese, a título gratuito, del do- 
minio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
(Dirección Nacional de Vialidad) al de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (Consejo de Educa- 
ción Primaria), el inmueble padrón 6542 de la 8a. Sec- 
ción Judicial del departamento de Tacuarembó, Paraje 
Paso de Las Toscas-Arroyo Caraguatá, con una superfi- 
cie de cuatro hectáreas, cuatro mil trescientos cincuenta 
y Cuatro metros cuadrados, el que según plano del agri- 
mensor Néstor Silvera Anduiza de diciembre de 1945, 
inscripto en la Oficina Departamental de Catastro de 
Tacuarembó con el N* 132 el 27 de julio de 1948, su 
deslinde es: por el nordeste recta de ciento setenta y 
cinco metros con frente al Camino Nacional a Tacua- 
rembó; por el noroeste recta de doscientos veintiséis 
metros, ochenta centímetros, lindando con los sucesores 
de Alejandrino Gamio; por el suroeste recta de doscien- 
tos veinticinco metros lindando con los mismos propie- 
tarios y por el sudeste la línea de máximas crecientes 
ordinarias del arroyo Caraguatá. 


Art. 2”. - La presente ley operará como título y 
modo de dicha traslación de dominio, bastando para su 
inscripción en el respectivo Registro de Traslaciones de 
Dominio un testimonio de la presente disposición. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 2 de diciembre de 1992. 


Alem García 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 

INFORME 


Señores representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración ha considerado el pro- 
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yecto de ley por el que se transfiere a título gratuito del 
dominio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
(Dirección Nacional de Vialidad) al de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (Consejo de Edu- 
cación Primaria), el inmueble ubicado en la 8a. Sección 
Judicial del departamento de Tacuarembó -Paraje Paso 
de Las Toscas-Arroyo Caraguatá- Padrón 6542, con una 
superficie de 4 há 4354 mc. 


Dicho inmueble es asiento de la Escuela Rural N? 43 
de la localidad de Paso de Las Toscas y la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública desea adquirir di- 
cho inmueble en virtud de las inversiones ya efectuadas. 


El Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP) hizo saber a 
esta Comisión mediante nota, la opinión favorable de 
dicho Consejo respecto a la transferencia a título gratui- 
to del bien referido. 


La Comisión, siguiendo el criterio establecido por la 
misma para similares casos, ha resuelto agregar al texto 
aprobado por el Senado un artículo 2” donde se estable- 
ce que la ley operará como título y modo de dicha 
traslación de dominio, bastando para su inscripción en 
el respectivo Registro de Traslaciones de Dominio, un 
testimonio de la misma. 


Por lo expuesto, esta Comisión sugiere al Cuerpo la 
aprobación del proyecto de ley que regularizará la situa- 
ción del inmueble que sirve de asiento a la Escuela 
Rural N* 43 de Paso de Las Toscas. 


Sala de la Comisión, 17 de setiembre de 1992. 


Diana Saravia Olmos (Miembro Informan- 
te)», Néstor H. Andrade, Mario Cantón, Jor- 
ge Coronel Nieto, José E. Díaz. 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha san- 
cionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Transfiérese, a título gratuito, del 
dominio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
(Dirección Nacional de Vialidad), al de la Adminístra- 
ción Nacional de Educación Pública (Consejo de Edu- 
cación Primaria), el inmueble padrón N? 6542 de la 84. 
Sección Judicial del departamento de Tacuarembó Para- 
je Paso de Las Tocas-Arroyo Caraguatá, con una super- 
ficie de 4 hectáreas 4354 m.c., el que según plano del 
agrimensor Néstor Silvera Anduiza de diciembre de 1945, 
inscripto en la Oficina Departamental de Catastro de 
Tacuarembó con el N” 132 el 27 de julio de 1948, su 
deslinde es: por el NE. recta de 175 m. 00 con frente al 
Camino Nacional a Tacuarembó, por el NO., recta de 
226 m. 80 lindando con los Suc. de Alejandrino Gamio, 
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por el SO., recta de 225 m. 00 lindando con los mismos 
propietarios y por el SE., la línea de máximas crecientes 
ordinarias del Arroyo Caraguatá. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 12 de noviembre de 1991. 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Juan Harán Urioste Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas 
Ministerio de Educación 
y Cultura 


Montevideo, 1” de octubre de 1991. 


Señor presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo para someter a su consideración el adjunto pro- 
yecto de ley, por el cual se afecta a la Administración 
Nacional de Educación Pública un inmueble ubicado en 
la 8a. Sección Judicial de Tacuarembó. 


Saludo a ese Cuerpo con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA, Wilson Elso Goñi, 
Guillermo García Costa. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Desaféctase del patrimonio del Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas (Dirección Nacio- 
nal de Vialidad), afectándolo a título gratuito a la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (Consejo de 
Educación Primaria), el inmueble padrón N” 6542 de la 
8a. Sección Judicial del departamento de Tacuarembó 
Paraje Paso de Las Toscas-Arroyo Caraguatá, con una 
superficie de 4 hás. 4354 m.c., el que según plano del 
agrimensor Néstor Silvera Anduiza de diciembre de 1945, 
inscripto en la Oficina Departamental de Catastro de 
Tacuarembó con el N* 132 el 27 de julio de 1943, su 
deslinde es: Por el NE. recta de 175 m. 00 con frente al 
Camino Nacional a Tacuarembó, por el NO., recta de 
226 m. 80 lindando con los Suc. de Alejandrino Gamio, 
por el SO., recta de 225 m. 00 lindando con los mismos 
propietarios y por el SE., la línea de Máximas Crecien- 
tes Ordinarias del Arroyo Caraguatá. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Guillermo García Costa, Wilson Elso Goñi”. 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 229 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Este proyecto que es sumamente sen- 
cillo tiene, sin embargo, un trámite bastante complejo, curioso 
y prolongado. Ingresó al Parlamento el 1” de octubre de 1991, 
pero al día de hoy lo seguimos considerando. Con respecto a su 
contenido no hay absolutamente ninguna duda; se trata de un 
predio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que se 
transfiere a la Administración Nacional de Educación Pública. 
En este predio está funcionando una escuela, de modo que 
solamente habría que regularizar una situación que viene de 
tiempo atrás, para que se puedan realizar las mejoras y los 
arreglos necesarios. 


El proyecto enviado por el Poder Ejecutivo al pasar por el 
Senado sufrió una modificación de carácter técnico en su re- 
dacción y temo que ingresernos en un debate de cuestiones 
jurídicas, como sucedió con el proyecto anterior. Se cambió el 
verbo “desafectar” por “transferir”. Luego, pasó a la Cámara de 
Representantes, la que aceptó la modificación, sancionando el 
proyecto, pero le agregó un artículo 2” que dice: “La presente 
ley operará como título y modo de dicha traslación de domi- 
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nio”. 


La Comisión de Constitución y Legislación considera que 
esta expresión es inapropiada porque es redundante, ya que la 
transferencia de dominio del Ministerio de Transporte a ANEP 
se realiza por ministerio de la ley, en tanto que la referencia a 
título y modo corresponde al Código Civil en lo que tiene que 
ver con los actos de compra-venta y título, seguido del modo 
tradición. Reitero, entonces, que el artículo 2? es superfluo. De 
todas maneras, en atención al largo trámite que ha tenido este 
proyecto, a la naturaleza del establecimiento de que se trata y a 
la circunstancia de que el agregado de la Cámara de Represen- 
tantes, aunque es considerado superfluo, no cambia la sustancia 
del acto jurídico que es operar la transferencia del dominio de 
una entidad a otra, la Comisión de Constitución y Legislación 
recomienda al Senado que se acepte el proyecto de la Cámara 
de Representantes tal como viene, con las modificaciones que 
esa Cámara introdujo al proyecto oportunamente sancionado 
por el Senado, pese a considerar que este último es el técnica- 
mente más correcto y adecuado. 


Se me encomendó que dejara esta constancia en Sala a los 
efectos de la historia de la sanción de este proyecto y de otros 
que plantearan la misma situación. De no mediar las considera- 
ciones efectuadas en cuanto al largo diligenciamiento del pro- 
yecto y la naturaleza del establecimiento de que se trata, la 
Comisión hubiera recomendado no aceptar esa modificación y, 
por lo tanto, promover la instancia constitucional ante la Asam- 
blea General. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - El asunto 
tiene una única discusión, ya que tuvo su origen en el Senado, 
pasó a la Cámara de Representantes y viene con una modifica- 
ción, como ha señalado el señor senador Blanco. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) . 


13) INTERPRETACION DEL LITERAL B) DEL 
ARTICULO 24 DE LA LEY N' 16.320. Pago de bene- 
ficio de retiro a quienes se desempeñaban en calidad de 
inspectores en la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. Proyecto de ley. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - En el día de ayer se votó 
negativamente un proyecto de ley en el cual se ratifica en un 
único artículo el pago del beneficio de retiro a los inspectores 
de la Administración Nacional de Educación Pública. Al res- 
pecto, mociono para que el mismo se declare urgente y se 
ponga nuevamente a votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - El pro- 
yecto de ley a que hace referencia el señor senador no contó 
con los votos necesarios para pasar a Comisión ni para ser 
aprobado. : 


Por lo tanto, corresponde pasar a votar la moción presenta- 
da por el señor senador Hackenbruch para declarar la urgencia 
del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-19 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: en el día de ayer se 
presentó una moción similar y quien habla solicitó que el asun- 
to pasara a Comisión para oír la opinión de los miembros de la 
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Administración Nacional de Educación Pública, que es el orga- 
nismo que ha hecho una interpretación especial de la disposi- 
ción de la Ley de Rendición de Cuentas que otorga este benefi- 
cio. 


Con esto, no estoy juzgando si es justo o no lo que 
allí se establece, sino dando las razones que integrantes del 
CODICEN me formularon en el sentido de que entendían que 
la resolución no sólo era optativa del Organismo rector de la 
enseñanza en cuanto a otorgar junto con la jubilación el benefi- 
cio de referencia, sino que además destacaron el inconveniente 
que derivaba de la posible falta de personal inspectivo. A mi 
juicio, tanto en el día de ayer como hoy, no se tuvo en cuenta 
la observación que, reitero, no significaba por nuestra parte una 
negativa a dar el voto favorable al citado beneficio, sino nues- 
tra voluntad de esclarecer debidamente con el organismo que 
debe aplicar la disposición, las necesidades y el alcance de la 
medida. 


Es por esa razón que no hemos votado el tratamiento de la 
cuestión, sin que ello implique un pronunciamiento acerca de 
la justicia O injusticia que pueda significar el beneficio que se 
otorga. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se pasa 
a considerar el asunto cuya urgencia se solicitó: “Interpretación 
del literal b) del artículo 24 de la ley N* 16.320. Pago del 
beneficio de retiro a quienes se desempeñaban en calidad de 
inspectores en la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica”. 


(Antecedentes:) 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


Mediante este proyecto se trata de ratificar que el 
artículo N* 24 Literal B) de la ley N” 16.320 tiene ca- 
rácter imperativo, para el incentivo a favor de los fun- 
cionarios inspectores de ANEP que hayan renunciado a 
sus cargos, antes de la fecha establecida. Esta última 
circunstancia (que haya renunciado antes de fecha) eti- 
mina la posibilidad de que se genere una renuncia masi- 
va con el consiguiente perjuicio para los Institutos Edu- 
cativos de nuestro país. 


Danilo Astori, Reinaldo Gargano, José Kor- 
zeniak, Jaime Pérez, Enrique Rubio, Car- 
los Bouzas, Leopoldo Bruera, Carlos Cas- 
sina, Hugo Batalla, senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Ratifícase que el pago del benefi- 
cio de retiro, que se otorgó a quienes se desempeñaban 
en calidad de inspectores de la Administración Nacional 
de Educación Pública, por el artículo 24 Literal B de la 
ley N” 16,320, de fecha | de noviembre de 1992, reviste 
el carácter de obligación para los organismos que deben 
intervenir en su tramitación. 
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Dicha obligación está también referida a los inspec- 
tores que ya cumplían funciones como tales, a la fecha 
de su sanción y que se retiraron efectivamente de sus 
cargos. 


Danilo Astori, Reinaldo Gargano, José Kor- 
zeniak, Jaime Pérez, Enrique Rubio, Car- 
los Bouzas, Leopoldo Bruera, Carlos Cassi- 
na, Hugo Batalla. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Creo que en este tema algunos se- 
nadores nos encontramos en una disyuntiva. Dado el período 
del año en que estamos, la no consideración del asunto en la 
práctica supone negar la justicia de un pedido, entre otras razo- 
nes porque hay argumentos de orden presupuestal debido a que 
la partida está prevista en este Presupuesto. Por lo tanto, si esto 
no se acordara en este año, la partida extrapresupuestal podría 
perderse, lo cual no creo que esté en el ánimo de ninguno de 
quienes no acompañamos ayer esta iniciativa con nuestro voto. 


Por otro lado, señor presidente, el pedido formulado por el 
señor senador Pereyra en el sentido de que es necesario escu- 
char al CODICEN en un tema de esta trascendencia, no es fácil 
de desechar, porque se trata de un asunto vinculado a la ense- 
ñanza en el que es procedente conocer la opinión del organis- 
mo rector en la materia. En tal sentido, me gustaría saber si 
sería posible encontrar un procedimiento rápido que contem- 
plara ambas posiciones. La Comisión de Educación y Cultura 
«aprovechando que algunos de sus miembros estamos aquí pre- 
sentes- podría comprometerse a recibir en el día de mañana al 
CODICEN a fin de auscultar su parecer. De esta manera, el día 
martes podríamos considerar el tema en este Cuerpo cono- 
ciendo ya la opinión de dicho organismo, ya sea positiva o 
negativa. 


En lo personal, no me parece bien que el Senado de la 
República resuelva en general asuntos vinculados a la enseñan- 
za, sin escuchar previamente a los organismos rectores. Entien- 
do que podríamos solicitar a la Comisión de Educación y Cul- 
tura -que integro junto con otros señores senadores- que antes 
del martes reciba a los representantes del CODICEN a fin de 
conocer su informe a favor o en contra. De esta forma, satisfa- 
ríamos el requerimiento del señor senador Pereyra sin estable- 
cer una negativa al reclamo de justicia que hemos recibido. 


Reitero que con esta propuesta estoy tratando de conciliar 
ambas posiciones en el Cuerpo a fin de que se logre una salida 
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que cuente, por lo menos, con la mayoría de los votos del 
Senado. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Obviamente, no voy a acom- 
pañar la moción formulada por el señor senador Zumarán. Aclaro 
que esto no se debe a las razones que puso de manifiesto y 
tampoco a la intención de desconocer el pedido realizado por el 
señor senador Pereyra, cuya experiencia en el tema todos cono- 
cemos. 


Asimismo, entiendo que algunas de las expresiones del se- 
ñor senador Zumarán son muy claras en el sentido de que 
estamos por comenzar el período de receso y las partidas no 
utilizadas se pierden. Creo que el tiempo está apresurando una 
decisión de nuestra parte y nos coloca contra las cuerdas, por 
decirlo de alguna manera. Por ese motivo, no voy a acompañar 
1a moción de orden presentada. 


Por otra parte, ya existió voluntad legislativa en la Rendi- 
ción de Cuentas de 1992 en el sentido de otorgar este beneficio 
y así lo establece el propio artículo al referirse a la ley N” 
16.320. Es decir que este tema fue discutido y, por lo tanto, es 
evidente que existe una voluntad legislativa de ratificarlo. No 
obstante, aclaro que no es nuestra intención negarnos a escu- 
char en alguna otra oportunidad la opinión del CODICEN o de 
cualquier otro órgano administrativo del Estado. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Deseo expresar que vamos a ad- 
herir a lo manifestado por el señor senador Hackenbruch. 


Este proyecto de ley es un artículo interpretativo que tal 
como se ha señalado, fue tratado en la Rendición de Cuentas. 
Es decir, hace ya cierto tiempo se efectuó la solicitud a la cual 
se accedió. En lo personal, voté favorablemente el pase a Co- 
misión a fin de que se llevaran a cabo las averiguaciones perti- 
nentes ante las autoridades de la enseñanza. Incluso, tuve opor- 
tunidad de leer algún informe jurídico que se ha elaborado 
aparte de las conversaciones mantenidas. Tenemos conocimiento 
de la opinión y los argumentos que allí se señalan en virtud de 
los cuales no se efectuó el pago correspondiente. En la tarde de 
ayer se manejó un argumento que puede considerarse discutible 
con respecto a si era imperativo o facultativo. No obstante, 
existe otro fundamento esgrimido por las autoridades de la 
enseñanza que con todo respeto digo que es insostenible, en el 
sentido de que el otorgamiento de ese beneficio puede 
generar una corrida. Sin embargo, como se sabe, la ley fijó 
fecha para la renuncia y esta interpretación se aplica a ins- 
pectores que ya han dimitido de su cargo, porque asf lo 
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establece la ley N” 16.320. No niego que se pueda discutir el 
hecho de que se trate de una interpretación jurídica o de una 
innovación. En lo personal, aclaro que no estoy dispuesto a 
escuchar nuevamente a los miembros de un organismo que 
esgrimen tal argumento, porque jurídicamente no tiene validez. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra para ocuparme de la 
moción de orden presentada por el señor senador Zumarán. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Deseo hacer una simple aclaración. 
He cambiado algunas opiniones con el señor senador Zumarán 
y he comprobado que en la Comisión de Educación y Cultura 
no se recibió al CODICEN para tratar este asunto. Lo que 
existió fue una inquietud planteada por el señor senador Ci- 
gliuti. Pero cuando se trató este tema en la Rendición de Cuen- 
tas recientemente aprobada, la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda recibió al CODICEN y escuchó su opinión 
que, como bien decía el señor senador Korzeniak, es contrario 
a la aprobación de este proyecto de ley. Lo cierto es que la 
posición del CODICEN ya está en conocimiento del Cuerpo a 
través de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se va a 
votar la moción de orden presentada por el señor senador Zu- 
marán en el sentido de que este asunto pase a la Comisión de 
Educación y Cultura, con recomendación de urgente despacho. 


(Se vota:) 
-10 en 29. Negativa. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: no es sin violencia 
que el señor senador Batalla y quien habla han votado negati- 
vamente esta moción del señor senador Zumarán. Pero pido 
que se comprenda nuestra posición, creemos que este es un 
tema claro como traté de explicarlo ayer. Pensamos que quizás 
con un texto no feliz en la ley N” 16.320 de la Rendición de 
Cuentas del ejercicio 1991 se planteó una solución sobre cuyo 
alcance no tenemos duda, más allá de que el texto que la 
recoge pueda no ser el mejor. 


A partir del momento de la promulgación de la ley por el 
Poder Ejecutivo, el tema se planteó en el ámbito de la enseñan- 
za, Obviamente, entre los inspectores que hicieron la opción y 
el Consejo Directivo Central de ANEP, pero trascendió a la 
Órbita política y en el Senado ha sido examinado más de una 
vez, no sé si formalmente -en este sentido, consultaba hace un 
momento el señor senador Bouzas, que es miembro de la Co- 
misión de Educación y Cultura; es notorio que nosotros no Jo 
somos- pero he conversado de él con el señor senador Cigliuti 
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en infinidad de ocasiones. Conozco su preocupación y sé que 
más de una vez lo ha planteado y puedo decir que se esbozó en 
la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda en oportu- 
nidad del tratamiento de la última Rendición de Cuentas. Per- 
sonalmente, he escuchado la opinión del Consejo Directivo 
Central de ANEP, expresada por su presidente, el doctor Gabi- 
to Zóboli. 


Entonces, por las propias circunstancias de hecho que se- 
ñalaba el señor senador Zumarán al comienzo de su exposi- 
ción -estamos ante el vencimiento del período y, además, ante 
la desaparición de la partida por la finalización de! ejercicio- 
siendo el tema para nosotros claro, no tenemos otra alternativa 
que votar el proyecto de ley. Naturalmente, respetamos la posi- 
ción de los señores senadores que entienden que este asunto 
necesita de una última reflexión y de una consulta al Consejo 
Directivo Central de ANEP, pero pido que se comprenda tam- 
bién nuestro punto de vista. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: he presentado esta 
moción de orden buscando conciliar ambas posiciones en el 
sentido de que esto no traiga aparejada una práctica de nega- 
ción de justicia dando largas al tema con el riesgo de que se 
pierda la partida presupuestal, lo que los propios interesados 
me han expresado con elocuencia. Pero por otro lado, de acuer- 
do con el mandato constitucional, cuando se legisla en materia 
de enseñanza, el Poder Legislativo tiene la obligación -dado 
que la norma es preceptiva- de escuchar, con fines de asesora- 
miento, aunque no está forzado a seguir las opiniones que se 
vierten, a las autoridades competentes. Me consta que en opor- 
tunidad de considerar las leyes presupuestales ya se ha delibe- 
rado respecto a este tema. También serán conscientes los seño- 
res senadores que con motivo de las leyes presupuestales, las 
deliberaciones -al menos es mi impresión- son un poco rápidas. 
Se escuchó la opinión del CODICEN, pero realmente no sé si 
ha tenido la oportunidad de hacerla conocer. De todos modos, 
no dudo de la justicia del reclamo que se plantea. Lo que yo 
quería preservar es, en primer término, el pedido de un miem- 
bro de este Cuerpo en el sentido de que el CODICEN sea 
escuchado, teniendo en cuenta la trayectoria no sólo política 
sino también muy vinculada a la enseñanza en el orden perso- 
nal que ha tenido el señor senador Pereyra durante toda su 
vida. En segundo lugar, creo que el Parlamento, cuando legisla 
en materia educativa, tiene la obligación -reitero- de escuchar a 
los representantes de los Entes, lo que se halla establecido en la 
Constitución de la República para preservar la autonomía de la 
enseñanza. De todas maneras, dado que se votó negativamente 
la moción que presenté, no tengo inconveniente en acompañar 
la solución de fondo. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de 
ley referido al pago del beneficio de retiro a inspectores de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


(Se vota:) 
-22 en 29. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: hemos votado ne- 
gativamente este proyecto de ley no sólo por las razones que 
oportunamente manifestamos, sino también por las que en for- 
ma más amplia formuló el señor presidente cuando se trató este 
tema en la sesión anterior. A ello agregamos que estamos asis- 
tiendo nuevamente a la introducción del Parlamento en la esfe- 
ra administrativa cuando a este nivel se están tramitando las 
reclamaciones referidas a este controvertido asunto. Del caso 
es señalar que, de acuerdo a nuestra información, existen dis- 
tintas reclamaciones que, con todo derecho, según las diferen- 
tes posturas que se han manejado, han realizado inspectores 
que procuran así que se cumpla con la disposición legal que, a 
su juicio, ordena el pago del beneficio de retiro a que refiere la 
propia ley. Quiere decir que cuando el asunto se encuentra en 
la vía administrativa y está abierta la posibilidad de presentar 
recursos -algunos ya han tenido lugar- y debe tramitarse por la 
vía contenciosa correspondiente, aparece en el Parlamento este 
proyecto de ley que, si llegara a resultar aprobado, resolvería 
las controversias que a nivel legal venían planteándose en el 
cumplimiento de las normas que actualmente regulan las recla- 
maciones contra organismos del Estado. 


Queríamos señalar la particularidad de esta situación y ex- 
presar que, a nuestro entender, se trata de un camino equivoca- 
do que ha tomado el Parlamento, más allá de la justicia o no de 
la disposición, que es muy discutible, que habilitaba un análisis 
en profundidad, que ya ha merecido manifestaciones por parte 
del CODICEN y que ya se encuentra en vía administrativa, 
tramitándose de acuerdo con las facultades que nuestras nor- 
mas legales otorgan al respecto. Pensamos que es una nueva 
manifestación de una forma muy particular en que el Parila- 
mento interviene, resolviendo los litigios que en cierto momen- 
to se están planteando. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: hemos votado 


de manera afirmativa no sólo por razones de equidad y de 
justicia sino también porque nos interesa hacer dos precisiones 
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desde el punto de vista jurídico. En primer lugar, entendemos 
absolutamente legítimo y legal que el Parlamento, cuando ad- 
vierte que algunas normas, por oscuridad o por insuficiencia, se 
están aplicando mal, realice una interpretación auténtica de las 
mismas mediante otra ley, lo que está previsto en las normas, 
entre ellas, en el Título Preliminar del Código Civil. En segun- 
do término, pensamos que los representantes del organismo de 
enseñanza ya fueron escuchados sobre este tema, es decir, so- 
bre la manera en que debía o no cumplir una disposición, en la 
Comisión de Presupuesto del Senado y en la Cámara de Repre- 
sentantes. De manera que la previsión del penúltimo inciso del 
artículo 202, cuando establece que los Entes de enseñanza se- 
rán oídos con fines de asesoramiento en la elaboración de las 
leyes relativas a su servicio, está puntualmente cumplida por el 
Parlamento. 


Por estas razones, entendemos que la votación que se ha 
hecho es saludable y posit'va. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR MILLOR. - Simplemente, deseo dejar constancia 
de que si bien votamos a favor de este proyecto de ley, com- 
prendemos perfectamente la moción sustentada por el señor 
senador Pereyra. En ese sentido, por una cuestión de deferen- 
cia, pido disculpas a la bancada del Movimiento Nacional de 
Rocha ya que estuvimos tentados de votar el pase de este asun- 
to a Comisión. Hicimos una excepción a la regla con la cual 
nos hemos movido en virtud de lo que se ha señalado en sala 
en el sentido de que este asunto fue largamente debatido. Ade- 
más, los Entes de enseñanza fueron escuchados a nivel del 
Senado, no en la Comisión que integro, es decir, en la de 
Educación y Cultura, sino en la de Presupuesto y también en la 
Cámara de Representantes. 


Por otro lado, existe un problema que fue el que nos decidió 
a no acompañar esa moción -que, reitero, hubiéramos apoyado 
en otras circunstancias- por el hecho de que el Parlamento está 
abocado al estudio de la reforma constitucional y corremos 
serios riesgos de que expiren los plazos sin poder solucionar 
este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Ratifícase que el pago del benefi- 
cio de retiro, que se otorgó a quienes se desempeñaban en 
calidad de inspectores de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública, por el artículo 24, literal B, de la ley N” 16.320, 
de fecha 1” de noviembre de 1992, reviste el carácter de obli- 
gación para los Organismos que deben intervenir en su trami- 
tación. 
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Dicha obligación está también referida a los inspectores que 
ya cumplían funciones como tales, a la fecha de su sanción y 
que se retiraron efectivamente de sus cargos”. 


-En consideración. 


Para abrir el fuego de la discusión, la Presidencia desea 
formular a los defensores del proyecto una pregunta porque le 
parece que el artículo único es confuso o va más allá, en alguna 
interpretación posible, de lo que dispone el artículo 24 de la ley 
N* 16.320. El artículo único dice que se ratifica el pago del 
beneficio de retiro que se otorgó a quienes se desempeñaban en 
calidad de inspectores de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública por el artículo 24 de la mencionada ley, y que 
éste -o sea el pago- reviste el carácter de obligación para los 
organismos que deben intervenir en su tramitación. Hasta aquí 
la redacción es clara. Pero luego dice: “Dicha obligación está 
también referida” -parecería que es una segunda hipótesis- “a 
los inspectores que ya cumplían funciones como tales, a la 
fecha de su sanción” -debería decir: “de su promulgación”- “y 
que se retiraron efectivamente de sus cargos”. Leyendo los 
artículos 23 y 24 de la ley N* 16.320, la Presidencia interpreta 
que los únicos que están comprendidos son los que figuran en 
el inciso segundo. El artículo 24, titeral B, dice que se excluye 
del beneficio de retiro a ciertas categorías de funcionarios. Con- 
cretamente, establece lo siguiente: “Los funcionarios militares, 
policiales y del Servicio Exterior, así como los funcionarios 
docentes, con excepción de los que revistan en la categoría 
Inspección de la Administración Nacional de Educación Públi- 
ca, a quienes se les otorgará el beneficio de retiro establecido 
en el artículo 23, con prescindencia de lo dispuesto en los 
numerales 1) y 2) de dicha disposición”. ¿Que exigen, en sínte- 
sis, los numerales 1) y 2)? En primer lugar, que hubieran sido 
declarados excedentes o lo fueren posteriormente, dentro de 
determinado plazo. En segundo término, que se tratare de fun- 
cionarios presupuestados o contratados para funciones perma- 
nentes, con un mínimo de $5 años de antigúedad. Esas dos 
condiciones se excluyen. Pero luego, en el numeral 3) se dispo- 
ne que deben presentar renuncia “dentro de los 240 días poste- 
riores a la vigencia de la presente ley”. Por lo tanto, a partir de 
la fecha en que entró en vigencia la ley, quienes renunciaron 
dentro de los 240 días siguientes son los que, de acuerdo con la 
interpretación que hoy prevalece en el Senado, adquirteron pre- 
ceptivamente el derecho. Entonces, ¿qué sentido tiene esta re- 
dacción que establece que la obligación está también referida a 
los inspectores que ya cumplían funciones como tales a la 
fecha de su sanción y que se retiraron efectivamente de sus 
cargos? Quiero aclarar que la obligación no está “también refe- 
rida” sino únicamente referida a ellos, porque estos son los 
únicos que, de acuerdo con el artículo 24, podían hacer uso de 
este beneficio. No están acogidos a éste quienes se hayan reti- 
rado con anterioridad o posterioridad, sino únicamente los que 
renunciaron dentro de los 240 días siguientes a la vigencia de 
la ley. 


Por lo tanto, entiendo que esta redacción va a generar más 
problemas de los que quiere resolver. 
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SEÑOR HACKENBRUCH. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR HACKENBRUCK. - No he intervenido directa- 
mente sobre este tema tal como lo realizó el señor senador 
Cigliuti, a quien hoy tengo que suplantar en razón de su enter- 
medad. 


Creo que es muy claro lo que expresa el señor presidente 
del Cuerpo y la redacción de la norma podría ser corregida, ya 
que no existe interés en agregar a nadie más que a los que les 
corresponde ese derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Aunque no voté en general el 
proyecto, como siempre soy partidario de que las normas sean 
claras, propongo la siguiente redacción en el último inciso: 
“Dicha obligación está únicamente referida a los inspectores 
que ya cumplían funciones como tales, a la fecha de su pro- 
mulgación y que se retiraron efectivamente de sus cargos, den- 
tro del plazo establecido en el numeral 3) del artículo 23 de la 
ley N* 16.320”. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - La redacción que ha propuesto el 
señor presidente del Senado me plantea una duda. Supongamos 
que 6 meses antes de la fecha que se establece hubiera sido 
designado un inspector, pero que, por avatares administrativos 
-esta era la razón que el señor senador Cigliuti tuvo en cuenta- 
no hubiera comenzado efectivamente a cumplir sus funciones, 
cobrando el sueldo y sin tener un destino definido. Me parece 
que la redacción planteada por la Mesa los excluiría. 


(Manifestaciones de la barra) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La barra dice que no, pero no 
tiene voz ni voto y no puede hacer manifestaciones. 


(Hilaridad) 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Simplemente sugiero que se 
vote el proyecto con la redacción propuesta por el señor presi- 
dente del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consecuencia, si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo único del proyecto 
con la modificación planteada por la presidencia y asentida por 
la Barra. 


(Se vota:) 


-24 en 28. Afirmativa. 


8 de Diciembre de 1993 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que será comunicado a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo único. - Ratifícase que el pago del benefi- 
cio de retiro, que se otorgó a quienes se desempeñaban 
en calidad de inspectores de la Administración Naciona! 
de Educación Pública, por el artículo 24 literal B) de la 
ley N” 16.320, de fecha 1” de noviembre de 1992, revis- 
te el carácter de obligación para los organismos que 
deben intervenir en su tramitación. 


Dicha obligación está únicamente referida a los ins- 
pectores que ya cumplían funciones como tales, a la 
fecha de su promulgación y que se retiraron efectiva- 
mente de sus cargos, dentro del plazo establecido en el 
numeral 3) del artículo 23 de la ley N” 16.320, de 1” de 
noviembre de 1992.” 


14) INTEGRACION DE LA COMISION PERMANENTE 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para 


una cuestión de orden. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Deseo solicitar al Cuerpo 
que se expida sobre el problema de la integración de la Comi- 
sión Permanente. Faltan apenas 7 días para que se inicie el 
receso y existe una dificultad con respecto a la integración que, 
a través de una resolución adoptada por el Cuerpo, se le diera a 
esta Comisión por parte de los señores senadores. Por lo tanto, 
solicito que se trate como urgente este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita a los señores 
senadores la atención debida porque lo que plantea el señor 
senador Alonso Tellechea con respecto a la integración de la 
Comisión Permanente es un problema serio. 


En razón del alejamiento del Cuerpo del ex senador Enri- 
que Cadenas Boix, quien había sido designado titular de la 
Comisión Permanente y cuyo suplente era el señor senador 
Alonso Tellechea, se plantean dos problemas. En primer lugar, 
surge la interrogante de si el señor senador Alonso Tellechea 
pasa a desempeñarse en carácter de titular, en cuya calidad no 
lo designó originariamente este Cuerpo. 


En segundo lugar, aun siendo así, habría que designar un 
suplente o bien un titular si la tesis fuere la otra, es decir que el 
señor senador Alonso Tellechea prosiguiera en calidad de su- 
plente. 


Por lo tanto, creo que hace bien el señor senador en plantear 
que se pase a considerar este problema con carácter de urgente. 


Se va a votar la moción presentada por el señor senador 
Alonso Teltechea, en el sentido de que se trate con carácter de 
urgente la integración de la Comisión Permanente. 
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(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Adelanto que voy a 
plantear una moción en el sentido de que se dicte una nueva 
resolución del Senado, respetando la integración que original- 
mente se había adoptado y sustituyendo al doctor Cadenas Boix 
por el señor senador Juan Andrés Ramírez y al señor Julián 
Olascoaga por el señor senador Omar Urioste. De esta forma, 
la representatividad de las diferentes bancadas permanece de la 
misma manera que al principio y, al mismo tiempo, se solucio- 
na el problema de que la Comisión Permanente quedara, en 
algunos casos, sin alguno de sus representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción propues- 
ta por el señor senador Alonso Tellechea, en el sentido de que 
se designe miembro titular de la Comisión Permanente al señor 
senador Ramírez y en calidad de suplente, en sustitución del ex 
senador Olascoaga, al señor senador Urioste. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


15) AUTORIZACION AL BANCO DE PREVISION SO- 
CIAL Y A LAS CAJAS PARAESTATALES DE JUBI- 
LACIONES Y PENSIONES A RETENER, PREVIA 
CONFORMIDAD DE LOS INTERESADOS DEBIDA- 
MENTE ACREDITADA, LOS HABERES DESTINA- 
DOS A CUBRIR LOS COSTOS DE SERVICIOS ASIS- 
TENCIALES EN SU BENEFICIO O EN EL DEL NU- 
CLEO FAMILIAR. Proyecto de ley. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: solicito que se dis- 
tribuya -luego pediré la consideración del asunto como urgen- 
te- la carpeta N* 1.316/93 - distribuido N” 2.561, Se trata de un 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, por 
el que se autoriza al Banco de Previsión Social y a las Cajas 
Paraestatales de Jubilaciones y Pensiones a retener de las pasi- 
vidades que sirven, previa conformidad de los interesados, las 
cuotas de afiliación a las instituciones de asistencia médica. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia va a disponer el 
reparto del proyecto de ley y luego el Cuerpo decidirá si se 
trata o no con carácter de urgente. 
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16) SOCIEDADES COMERCIALES. Impuesto a la Renta 
de Industria y Comercio (IRIC) e Impuesto al Patrimo- 
nio. Modificación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el cuarto 
punto del Orden del Día: “Discusión única de las modificacio- 
nes introducidas por la Cámara de Representantes al proyecto 
de ley por el que se modifica el Impuesto a las Rentas de 
Industria y Comercio y ai Patrimonio de las sociedades comer- 
ciales que se financien con debentures o pasivos bancarios. 
Carp. N” 673/91 - Rep. N* 704/93”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 673/91 
Rep. N* 704/93 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente Proyecto de Ley. 


Artículo 1”. - Sustitúyese el literal B) del inciso 
cuarto del artículo 13 del Título 14 dei Texto Ordenado 
1991 por el siguiente: 


“B) Las deudas contraídas con organismos interna- 
cionales de crédito que integre el Uruguay y con la 
Corporación Nacional para el Desarrollo”, 


Art. 2”. - Agrégase al inciso cuarto del artículo 13 
del Título 14 del Texto Ordenado 1991 el siguiente lite- 
ral: 


“E) Las deudas documentadas en debentures u obli- 
gaciones, siempre que su emisión se haya efectuado me- 
diante suscripción pública y que dichos papeles tengan 
cotización bursátil”. 


Art. 3”. - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 
9” del Título 14 del Texto Ordenado 1991 por el si- 
guiente: 


“Para los titulares de explotaciones agropecuarias se- 
rán además aplicables, respecto de las mismas, las dis- 
posiciones de los literales B), C), D) y E) del inciso 
cuarto del artículo 13”. 


Art. 4”. - Sustitúyese el literal Ñ) del artículo 12 del 
Título 4 del Texto Ordenado 1991 por el siguiente: 


Ñ) Los arrendamientos de inmuebles, intereses y 
contraprestaciones por avales, dentro de los límites que 
establezca la reglamentación. 


No tendrá restricción reglamentaria alguna la dedu- 
cibilidad de intereses liquidados entre los sujetos pasi- 


vos del impuesto a las Rentas de la Industria y Comer- 
cio cuando el acreedor del préstamo deba computar di- 
chos intereses como rentas comprendidas en el literal 
A) del artículo 2” de este Título. Los intereses devenga- 
dos o pagos al exterior, por parte de los mismos sujetos 
pasivos, no podrán ser limitados a una Tasa inferior a la 
Libor. 


La deducibilidad de gastos por intereses devengados 
o pagados por debentures u obligaciones negociables no 
podrá ser limitada a una Tasa inferior a la que resulte de 
la aplicación de la Tasa Activa Media Bancaria, vigente 
al comienzo del período, según publicación del Banco 
Central del Uruguay, siempre que se haya efectuado 
mediante suscripción pública y que dichos papeles ten- 
gan cotización bursátil”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1* de setiembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
Comisión de Hacienda 
INFORME 


Señores representantes: 


Vuestra Comisión de Hacienda, aconseja la aproba- 
ción del adjunto proyecto de ley, relativo a “Modifica- 
ciones a varias disposiciones de los Impuestos al Patri- 
monio y a las Rentas de la Industria y el Comercio”, en 
atención a las siguientes consideraciones: 


I) Antecedentes 


El proyecto fue iniciado en la Cámara de Senadores, 
con el propósito de “superar el desequilibrio existente 
entre la carga tributaria que soportan las sociedades que 
se financian con debentures y obligaciones negociables, 
de aquellas que optan por obtener fondos del sistema 
bancario” (conforme manifestaciones del proponente, se- 
nador Jorge Abreu, Comisión de Hacienda del Senado e 
informe presentado por el señor diputado León Lev, en 
esta Comisión). 


Posibilitando, en consecuencia, que parte del ahorro 
del público pueda canalizarse hacia la inversión produc- 
tiva, dinamizando el mercado de valores. 


En el tratamiento del proyecto, en la Comisión de 
Hacienda del Senado, se agrega la admisión de la dedu- 
cibilidad, a los efectos del Impuesto al Patrimonio, de 
los créditos concedidos por la Corporación Nacional para 
el Desarrollo. 
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ID) Evaluación de la finalidad 


Uno de los problemas más relevantes que afectan a 
la República, se denota por el bajo crecimiento de su 
economía. En efecto, en los últimos treinta años, el pro- 
medio de crecimiento del Producto Bruto Interno, es de 
un magro 1,1% anual. Aspecto que impresiona, aun com- 
parándolo con la tasa de América Latina (que oscila en 
tasas del 3% al 5% anuales). 


Naturalmente, no es posible un mayor crecimiento, 
sin un importante incremento de la inversión, indicador 
que permanentemente ha sido bajo en Uruguay en las 
últimas dos décadas (Brasil presenta tasas del duplo). 


En consecuencia, una iniciativa que devuelva el di- 
namismo al mercado de valores, brindando fuentes de 
financiamiento alternativas para proyectos industriales y 
productivos, parece ser una necesidad impostergable. 


1D) Análisis del proyecto 


A) Como viene de exponerse, el artículo 1? del pro- 
yecto, incorpora el endeudamiento, contraído con la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo, en los ítem dedu- 
cibles, a los efectos del Impuesto al Patrimonio. Corres- 
ponde señalar que los equipara con los otorgados por Jos 
organismos multilaterales de crédito. 


B) En sus artículos 2? y 3” incorpora a los mismos 
efectos, las obligaciones y debentures emitidos por sus- 
cripción pública y cotización bursátil. 


Como puede observarse, es el centro de la finalidad 
propuesta y sin duda facilitará su utilización, pues de lo 
contrario, el referido endeudamiento no podría deducir- 
se del monto imponible sujeto a Impuesto al Patrimonio. 


Los comentarios que pueden formularse, es que par- 
te de las razones que llevaron al legislador, en 1991 a 
excluir el endeudamiento asumido con particulares, en 
tanto la posibilidad que fuera simulado, se supera clara- 
mente dadas las condicionantes (suscripción pública y 
cotización en Bolsa) que requiere el proyecto. 


C) Sin perjuicio de lo expuesto, es indisimulable 
realizar una mención, “jure condendum”, respecto a la 
incoherencia de un sistema que superpone un régimen 
de impuesto a los activos (financieros), con uno de Im- 
puesto al Patrimonio, que por demás, varía significativa- 
mente, en atención a las diferentes excepciones vigen- 
tes, que constituyen verdaderos subsistemas. Natural- 
mente, cada diferente combinación de Cartera, dará dis- 
tintos valores de carga tributaria, lo que amerita una 
revisión de todo el sistema tributario. 


D) En el artículo 4*, que hace referencia al Impuesto 
a las Rentas de la Industria y el Comercio, fue objeto de 


CAMARA DE SENADORES 


un especial estudio por parte de la Comisión. En efecto, 
una primera lectura parece limitar su alcance a esclare- 
cer que los cargos financieros, generados por estos pa- 
peles bursátiles, pueden ser deducidos sin limitación, a 
los efectos del cálculo de la renta. 


En un primer momento, la observación recibida por 
parte de la señora directora de la Dirección General 
Impositiva, haciendo caudal de los eventuales perjuicios 
para el Estado, si se impidiera toda limitación reglamen- 
taria en los cargos financieros de estos papeles. 


La Comisión, considerando la referida consulta, se 
inclinó por proponer la modificación del texto del Sena- 
do, estableciendo que los mismos podrán ser limitados 
por la administración tributaria. Pero al mismo tiempo 
se regla tal facultad, disponiéndose que, por lo menos, 
se admitirá deducir e! -quivalente a la Tasa Activa Ban- 
caria, según el promedio trimestral elaborado por el Ban- 
co Central del Uruguay. 


Se entiende que este es un punto de equilibrio entre 
el interés fiscal de lograr transparencia en la declaración 
del contribuyente, y el extremo de inviabilizar esta for- 
ma de financiamiento, al aumentar (indirectamente) la 
presión tributaria, exclusivamente en función del instru- 
mento financiero utilizado. 


En una segunda lectura, pudo apreciarse que, en el 
texto del Senado se había excluido a las instituciones 
financieras de la posibilidad de restringir la deducibili- 
dad de los intereses pagos por éstas. 


En sí, esta inclusión era ajena al propósito manifies- 
to del proyecto, por lo que ameritó una segunda re- 
flexión, con das siguientes conclusiones: 


1) La ausencia de restricción en la tasa, puede facili- 
tar que una renta obtenida en la República, en términos 
contables, no quede gravada en la misma, pues una ele- 
vada tasa de interés acreditada al exterior, puede trans- 
ferirla. 


2) Tampoco es aceptable que por la vía de una res- 
tricción artificial vayamos a un impuesto sobre la renta 
bruta. 


3) No aparecieron elementos que permitan discrimi- 
nar, a estos efectos, entre instituciones financieras y los 
restantes contribuyentes. 


En consecuencia, la Comisión se permite promover 
un “tertium genus” que se expresa en la no restricción 
entre sujetos pasivos del Impuesto a las Rentas de la 
Industria y el Comercio, y con relación a los mutuos con 
el exterior, se admite, hasta el equivalente de la Tasa 
Libor, sin discriminación entre los contribuyentes. 
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Por tales fundamentos, la Comisión se permite suge- 
rir la aprobación del texto del Senado, con las modifica- 
ciones relacionadas “ut supra”. 


Sala de la Comisión, 10 de junio de 1993. 


Alejandro Atchugarry, miembro informan- 
te, Alberto Couriel, Abraham Czarnievicz, 
Daniel García Pintos, Héctor Lescano, León 
Lev, Ruben Martínez Huelmo.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión. 


Se supone que este proyecta de ley tiene que haber sido 
estudiado por la Comisión de Hacienda. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Alon- 
so Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Este proyecto de ley 
fue redactado por el entonces senador Abreu, aprobado por el 
Senado y enviado a la Cámara de Representantes, donde se le 
introdujeron modificaciones; en última instancia, fue remitido 
a la Comisión de Hacienda la que, por unanimidad de sus 
miembros, ha resuelto encomendar al Cuerpo la aceptación de 
dichas modificaciones. 


Quiero señalar que el proyecto de ley se refiere a una modi- 
ficación en el tratamiento tributario a otorgar a las obligaciones 
y debentures emitidas por sociedades comerciales. El fin que se 
persigue con esta iniciativa es el de eliminar un desequilibrio 
que existe en la forma de financiarse por parte de las empresas, 
ante la alternativa de elegir la financiación bancaria, aquélla o 
la que normalmente recurren y la de acceder al ahorro público 
a través de la emisión de obligaciones y debentures. Lo que se 
establece, entonces, es la posibilidad de que las empresas que 
emiten ese tipo de documentos, computen como pasivo -con 
ello, justamente, se rebaja el Impuesto al Patrimonio- las obli- 
gaciones contraídas como tales. Quiere decir que el proyecto de 
ley busca la manera de favorecer la canalización del ahorro 
público hacia la inversión productiva y, al mismo tiempo, apunta 
a la dinamización del mercado de valores. 


Concretamente, los artículos 1% y 2” hacen referencia a la 
posibilidad de computar en el impuesto al Patrimonio de las 
personas jurídicas, en primer término, un agregado con respec- 
to a la Corporación Nacional para el Desarrollo y, en segundo 
lugar, las deudas documentadas en debentures u obligaciones, 
que se exige hayan sido emitidas mediante el procedimiento de 
suscripción pública con cotización en Bolsa. 


Por su parte, el artículo 3” menciona la ampliación de esa 
posibilidad de deducción a las personas físicas, ya que el Im- 
puesto al Patrimonio presenta dos formas de liquidación, según 
quien sea el sujeto pasivo. 
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En el artículo 4? se agrega la eventualidad de determinar 
los montos sobre los cuales se puede hacer la deducción de los 
intereses generados por este tipo de actividades. 


La Comisión de Hacienda del Senado, por unanimidad de 
sus miembros, ha entendido que se trata de una corrección al 
sistema tributario que permitirá que las empresas puedan tener 
más de una alternativa o ampliar la gama con que cuentan, a 
los efectos de proceder a la financiación de sus actividades. Al 
mismo tiempo, esta iniciativa va a favorecer la operación en la 
Bolsa de Valores -a través de la suscripción pública que queda 
establecida- de documentos que tengan incorporado un nivel 
de riesgo que actualmente no se está manejando en nuestro 
sistema financiero. De esta manera, entonces, las diferentes 
partes interesadas, esto es, las empresas que recurren al finan- 
ciamiento a través de este mecanismo, podrán recurrir a los 
documentos como forma de inversión, y los intervinientes -es 
decir, el sistema financiero en su conjunto- saldrán favorecidos 
por la eliminación de las asimetrías tributarias que hasta ahora 
han imposibilitado la puesta en práctica de esta clase de solu- 
ciones. 


Por otro lado, cabría indicar que la plaza está siendo sensi- 
ble a la aprobación de estas normas, puesto que desde los 
diferentes sectores se ha reclamado que se sancione este pro- 
yecto de ley. 


Por lo expuesto, creemos que se trata de una buena solu- 
ción que favorecerá la asignación de los recursos provenientes 
del ahorro público a los sectores que necesitan fondos y, al 
mismo tiempo, ampliar la capacidad de elección de tas diferen- 
tes fuentes de financiamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Este proyecto de ley no se va a 
votar en general porque ha sido modificado por la Cámara de 
Representantes y, tras su discusión única, lo que procede es 
votar afirmativamente dichas modificaciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley con las modificaciones 
que le había introducido la Cámara de Representantes y el 
mismo pasará al Poder Ejecutivo a los efectos de su promuiga- 
ción. 

17) INTEGRACION DE LA COMISION PERMANENTE 

SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ. - Quiero referirme al tema que votamos 
anteriormente, esto es, a la integración de la Comisión Perma- 
nente. 
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Seguramente, por una confusión, aparece como represen- 
tante titular del Frente Amplio el señor senador Bruera, cuando 
en realidad, debería figurar el señor senador Astori. En cambio, 
es correcto el nombre del suplente, que en este caso sería quien 
habla. En consecuencia, plantearía que para la integración de la 
Comisión Permanente se votara como titular de la bancada del 
Frente Amplio, al señor senador Danilo Astori. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Señor senador: ¿se trata de una 
modificación de la integración originariamente votada o de un 
error en la información brindada por la Mesa? 


SEÑOR PEREZ. - A mi entender es una modificación de la 
primera votación realizada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, corresponde vofar la 
moción formulada por el señor senador Pérez en el sentido de 
que se modifique la integración de la Comisión Permanente, 
sustituyendo al señor senador Leopoldo Bruera, en carácter de 
miembro titular, por el señor senador Danilo Astori. 


(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
18) AUTORIZACION AL BANCO DE PREVISION S0O- 
CIAL Y A LAS CAJAS PARAESTATALES DE JUBI- 
LACIONES Y PENSIONES A RETENER, PREVIA 
CONFORMIDAD DE LOS INTERESADOS DEBIDA- 
MENTE ACREDITADA, LOS HABERES DESTINA- 
DOS A CUBRIR LOS COSTOS DE SERVICIOS ASIS- 


TENCIALES EN SU BENEFICIO O EN EL DEL NU- 
CLEO FAMILIAR. Proyecto de ley. 


— 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - En virtud de que ya se ha realizado e! 
repartido correspondiente, formulo moción para que se declare 
urgente la consideración del proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes, por el que se autoriza al Banco de 
Previsión Social y a las Cajas Paraestatales de Jubilaciones y 
Pensiones a retener, de las pasividades que sirven, las cuotas de 
afiliación a los servicios asistenciales destinados al cuidado de 
la salud, tanto en beneficio del jubilado o pensionista como de 
su núcleo familiar. El texto es el que se utiliza habitualmente 
en este tipo de autorizaciones y las entidades de jubilados y 
pensionistas nos han solicitado que en lo posible este proyecto 
de ley quede sancionado antes de que comience el receso parla- 
mentario. 


En consecuencia, formulo moción en este sentido y adelan- 
to Otra para que se suprima la lectura de los artículos en la 
discusión particular. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de or- 
den presentada por el señor senador Cassina para que se de- 
clare urgente la consideración del proyecto de ley a que ha 
hecho referencia y, acto seguido, se suprima la lectura de su 
articulado. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el proyecto cuya urgencia ha sido 
votada: “Proyecto de ley por el que se autoriza al Banco de 
Previsión Social y a las Cajas Paraestatales de Jubilaciones y 
Pensiones a retener, previa conformidad de los interesados de- 
bidamente acreditada, los haberes destinados a cubrir los costos 
de servicios asistenciales en su beneficio o en el del núcleo 
familiar.” 


(Antecedentes: ) 


“La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Autorízase al Banco de Previsión Social 
y a las Cajas Paraestatales de Jubilaciones y Pensiones, a 
solicitud de cualquiera de las asociaciones de jubilados y 
de pensionistas que tengan personalidad jurídica, a rete- 
ner, previa conformidad de los interesados debidamente 
acreditada, los haberes destinados a cubrir los costos de 
servicios asistenciales -destinados al cuidado de la salud- 
en su beneficio o en el del núcleo familiar. 


Art. 2”, - El desistimiento del afiliado a la conformi- 
dad indicada en el artículo 1” deberá ser comunicado 
por la asociación de jubilados y pensionistas al organis- 
mo que corresponda en un plazo que no podrá exceder 
de treinta días desde que tomó conocimiento del mismo. 


Esta comunicación determinará el cese de la reten- 
ción. 


Ea asociación respectiva deberá restituir al afiliado 
renunciante las sumas que el Banco de Previsión Social 
le hubiere retenido con posterioridad a la presentación 
de su renuncia. 


Art. 3”. - Los montos recaudados se verterán mes a 
mes en las tesorerías de las respectivas asociaciones. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 23 de noviembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. | 


En consideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”. - Autorízase al Banco de Previsión 
Social y a las Cajas Paraestatales de Jubilaciones y Pen- 
siones, a solicitud de cualquiera de las asociaciones de 
jubilados y de pensionistas que tengan personalidad jurí- 
dica, a retener, previa conformidad de los interesados 
debidamente acreditada, los haberes destinados a cubrir 
los costos de servicios asistenciales -destinados al cuida- 
do de la salud- en su beneficio o en el del núcleo fami- 
liar”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2”. - El desistimiento del afiliado a la 
conformidad indicada en el artículo 1? deberá ser comu- 
nicado por la asociación de jubilados y pensionistas al 
organismo que corresponda en un plazo que no podrá 
exceder de treinta días desde que tomó conocimiento 
del mismo. 


Esta comunicación determinará el cese de la reten- 
ción. 


La asociación respectiva deberá restituir al afiliado 
renunciante las sumas que el Banco de Previsión Social 
le hubiere retenido con posterioridad a la presentación 
de su renuncia”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 3". 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3". - Los montos recaudados se verte- 
rán mes a mes en las tesorerías de las respectivas aso- 
ciaciones”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-25 en 25, Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo a los efectos de su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


19) DIONISIO DIAZ. Se designan con este nombre diver- 
sas escuelas rurales dependientes del Consejo de Edu- 
cación Primaria (Administración Nacional de Educa- 
ción Pública). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el quinto 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se designa 
con el nombre “Dionisio Díaz' a diversas escuelas rurales. (Carp. 
N* 1111/93 - Rep. N” 724/93)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N” 1111/93 
Rep. N* 724/93 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Desígnase con el nombre “Dioni- 
sio Díaz” a las Escuelas Rurales de las localidades y 
departamentos que se determinan: N” 49, Chiflero, Arti- 
gas; N” 34, Canelón Grande, Canelones; N” 35, Arboli- 
to, Cerro Largo; N” 43, Manantiales, Colonia; N?* 18, 
Ombúes de Oribe, Durazno; N” 16, Paraje Sarandí, Flo- 
res; N* 41, Valentines, Florida; N* 76, Sauces de Olimar 
Chico, Lavalleja; N” 66, Corrales de Abasto, Maldona- 
do; N” 50, La Tentación Puntas de Celestino, Paysandú; 
N” 58, Baygorria, Río Negro; N” 50, Arroyo Blanco, 
Rivera; N” 19, Valizas, Rocha; N” 4, Bella Vista, San 
José; N” 101, Colonia Progreso, Soriano; N? 41, Picada 
de Quirino, Tacuarembó y N” 45, Barrio Garibaldi, Sal- 
to, dependientes del Consejo de Educación Primaria (Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública). 


8 de Diciembre de 1993 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 5 de mayo de 1993, 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura ha recibi- 
do el proyecto de ley, aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes, por el cual se designa con el nombre de 
“Dionisio Díaz” a diecisiete Escuelas Rurales. Las mis- 
mas son: 


N*49 - Chiflero - departamento de Artigas 

N*34 - Canelón Grande - departamento de Cane- 
lones 

N*35 - Arbolito - departamento de Cerro Largo 

N*43 - Manantiales - departamento de Colonia 

N”* 18 - Ombúes de Oribe - departamento de Du- 


razno 
N* 16 - Paraje Sarandí - departamento de Flores 
N*41 - Valentines - departamento de Florida 


N*76 - Sauces de Olimar Chico - departamento 
de Lavalleja 

N”*66 - Corrales de Abasto - departamento de 
Maldonado 

N*50 - La Tentación Puntas de Celestino - de- 
partamento de Paysandú 

N*58 - Baygorria - departamento de Río Negro 

N*50 - Arroyo Blanco - departamento de Rivera 

N* 19 - Valizas - departamento de Rocha 


N*4  - Bella Vista - departamento de San José 

N* 101 - Colonia Progreso - departamento de So- 
riano 

N”41 - Picada de Quirino - departamento de Ta- 
cuarembó 


N*45 - Barrio Garibaldi - departamento de Salto 


Es bien conocido el heroico comportamiento del niño- 
hombre de 9 años de edad, en el trágico episodio que le 
tocó protagonizar, en el que ofrendara su vida para sal- 
var la de su pequeña hermana de tan sólo 15 meses. 


Las designaciones propuestas ayudan a mantener la 
memoria histórica del ejemplo de aquel niño, a pesar 
del tiempo transcurrido desde la triste 8 de mayo de 
1929, marcando el espíritu de las generaciones sucesi- 
vas, que ven reflejado en este acto de valor supremo, lo 
mejor, lo más alto que los uruguayos, pueblo humilde y 
sencillo, pueden ofrecer al mundo, 
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El poeta Serafín J. García, en su “Romance a Dioni- 
sio Díaz”, publicado por Ediciones Ciudadela el 10 de 
octubre de 1949, expresa de esta manera la importancia 
de la gesta del pequeño héroe del Arroyo del Oro: 


“... Por los niños campesinos, 
todos tristes, todos serios, 
pies que hiela el blanco junio 
y que quema el rojo enero, 
tiernas manos sin juguetes 
agrietadas a destiempo, 
mustias bocas doloridas 

de pan duro y de silencio. 

Es por ellos sobre todo 

-tu lo sabes, niño inmenso-, 
es por ellos, tus hermanos 
rubios, indios, pardos, negros, 
por afuera tan distintos, 

tan iguales por adentro, 
todos ellos refundidos 

en tu amor y en tu denuedo, 
por la herida de tu vientre 
desangrados todos ellos, 

que mí opaca voz pretende 
revivir tu heroico gesto, 
historiar la hazaña enorme 
que salvó tu luz del tiempo, 
para izarla en la memoria 
fiel y cálida del pueblo...” 


“*... Dionisio, niño del día, 
luz de la luz inmortal, 

clave de todo milagro, 

flor de toda heroicidad: 
incorporada a la llama 

del pueblo tu llama está, 

y por eso nunca, nunca, 
nunca más se ha de apagar”. 


Por los niños campesinos representados en Dionisio 
Díaz y para los niños campesinos de nuestras escuelas 
rurales, podrán concebirse otros nombres y denomina- 
ciones quizá tan justas como ésta, seguramente ninguna 
más merecida. 


Por todo lo expuesto precedentemente, aconsejamos 
la aprobación del mencionado proyecto. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Desígnase con el nombre “Dioni- 
sio Díaz” a las Escuelas Rurales de las localidades y 
departamentos que se determinan: N* 49, Chiflero, Arti- 
gas; N” 34, Canelón Grande, Canelones; N* 35, Arboli- 
to, Cerro Largo; N” 43, Manantiales, Colonia; N* 18, 
Ombúes de Oribe, Durazno; N* 16, Paraje Sarandí, Flo- 
res; N* 41, Valentines, Florida; N* 76, Sauces de Olimar 
Chico, Lavalleja; N* 66, Corrales de Abasto, Maldona- 


C.S.- 241 


242 -C.S. 


do; N” 50, La Tentación Puntas de Celestino, Paysandú; 
N” 58, Baygorria, Río Negro; N* 50, Arroyo Blanco, 
Rivera; N” 19, Valizas, Rocha; N” 4, Bella Vista, San 
José; N” 101, Colonia Progreso, Soriano; N? 41, Picada 
de Quirino, Tacuarembó y N” 45, Barrio Garibaldi, Sal- 
to, dependientes del Consejo de Educación Primaria (Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública). 


Sala de la Comisión, 20 de octubre de 1993, 


Carlos Bouzas (Miembro Informante), Ma- 
riano Arana, Enrique Cadenas Boix, Car- 
los W. Cigliuti, Pablo Millor, Carlos Julio 
Pereyra, Alberto Zumarán. Senadores. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Educación 
y Cultura 


INFORME 
Señores representantes: 


La Comisión de Educación y Cultura propone al 
Cuerpo la aprobación del proyecto de ley por el que se 
designa a las escuelas que se enuncian en su parte dispo- 
sitiva. 


A sesenta y cuatro años de ocurrida la tragedia de 
costas del Arroyo del Oro, departamento de Treinta y 
Tres, todavía conmueve la sensibilidad de la nación, la 
acción heroica de un niño de nueve años, Dionisio Díaz, 
al salvar a su pequeña hermana Marina, de diez meses 
de edad, de la insania de su abuelo Juan Díaz, que en un 
rapto intempestivo de enajenación diera muerte a cuchi- 
lladas a su hija María, madre de Dionisio y al tío de 
éste, Eduardo, hermanastro de María. 


En 1929 la conciencia colectiva había sido fuerte- 
mente sacudida por el episodio criminoso acaecido en 
mayo, en la Estancia de La Ternera. 


Pero el drama del Arroyo del Oro había pasado inad- 
vertido. 


Fue el eximio periodista José Flores Sánchez, que 
escribía bajo el seudónimo “Pedro de Santillana” quien, 
profundamente sensibilizado ante el dramatismo de los 
hechos vividos por el pequeño Dionisio, partió una ma- 
drugada de octubre de 1929 hacia Treinta y Tres, acom- 
pañado del dibujante madrileño Peña Plata, y con la 
información recabada elaboró un relato que la población 
leyó emocionada en el suplemento de “El País” del sá- 
bado 26 de octubre de 1929, proponiendo un gran ho- 
menaje nacional que hiciera justicia al niño mártir. 


Detrás de él otros periodistas, escritores, incluso poe- 
tas, continuaron exaltando el increíble heroísmo del pe- 
queño campesino Dionisio. 
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Quizás Miguel Carbajal en el periodismo y Serafín 
J. García en el campo de la literatura, entre otros muy 
destacados irradiadores de cultura, hayan sido los gesto- 
res de la formación de una conciencia social que elevó a 
la categoría de símbolo la formidable hazaña de Dioni- 
sio Díaz. 


“El anhelo de una justicia postrera -dirá el profesor 
Carlos Salvagno Campos- es uno de los mejores impul- 
sos que a veces sacuden al hombre. Pero ese impulso, 
para surgir, reclama por raro contraste, una exigencia 
brutal, cuyas raíces sólo pueden ser halladas en los más 
absolutos egoísmos ancestrales que siempre predominan 
en la especie humana. Requiere la necesidad de que la 
hazaña sea más fuerte que el héroe, que éste pague con 
su vida el precio de haberla realizado. Es sólo, pues, a 
condición de sucumbir materialmente en la proeza que 
nuestros semejantes otorgan la gloria de sobrevivir para 
la eternidad en las almas”. 


La nominación de una escuela rural de cada departa- 
mento del interior del país con el nombre “Dionisio 
Díaz”, tendrá un carácter de alta ejemplaridad para los 
niños de nuestra Patria, porque podrán comprender vi- 
brando emotivamente al rememorar la heroicidad del 
pequeño Dionisio, cuánta fermentalidad moral encierran 
sus almas. 


Sala de la Comisión, 17 de marzo de 1993. 


Agapo Luis Palomeque, miembro informan- 
te, Ramón Guadalupe, Antonio Guerra Ca- 
raballo, Alba E. Osores de Lanza, Rafael 
Sanseviero”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Bouu- 
zas. 


SEÑOR BOUZAS. - Esta propuesta que viene hoy a consi- 
deración del Senado tiene por objeto designar con el nombre 
de Dionisio Díaz a una serie de Escuelas Rurales. A juicio de 
la Comisión, las designaciones propuestas ayudan a mantener 
la memoria histórica del ejemplo de este niño que el 8 de mayo 
de 1929 ayudó a salvar la vida de su hermana menor de sólo 
quince meses. 


En consecuencia, por los niños campesinos representados 
en Dionisio Díaz y por los niños campesinos de nuestras Es- 
cuelas Rurales, entendemos que podrían concebirse otros nom- 
bres y denominaciones tan justos como el actual, pero segura- 
mente ninguno tan merecido como éste. 


8 de Diciembre de 1993 


Por otro tado, en la Exposición de Motivos que adjunta a la 
propuesta de la Comisión de Educación y Cultura, se transcribe 
un fragmento del poema que, en su momento, el poeta del 
departamento de Treinta y Tres, Serafín J. García hiciera a 
Dionisio Díaz. Dicho poema fue publicado por Ediciones Ciu- 
dadela en octubre de 1949 dedicado al pequeño héroe del Arro- 
yo del Oro. 


Por estas breves consideraciones, señor presidente, ta Co- 
misión de Educación y Cultura aconseja que todas estas Escue- 
las Rurales de distintos departamentos del interior -17 en total- 
tomen el nombre de Dionisio Díaz. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-21 en 23. Afirmativa. 
En consideración el artículo único. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“Artículo único, - Desígnase con el nombre “Dioni- 
sio Díaz" a las Escuelas Rurales de las localidades y 
departamentos que se determinan: N* 49, Chiflero, Arti- 
gas; N” 34, Canelón Grande, Canelones; N? 35, Arboli- 
to, Cerro Largo; N* 43, Manantiales, Colonia; N” 18, 
Ombúes de Oribe, Durazno; N” 16, Paraje Sarandí, Flo- 
res; N* 41, Valentines, Florida; N” 76, Sauces de Olimar 
Chico, Lavalleja; N” 66, Corrales de Abasto, Maldona- 
do; N” 50, La Tentación, Puntas de Celestino, Paysandú; 
N* 58, Baygorria, Río Negro; N” 50, Arroyo Blanco, 
Rivera; N* 19, Valizas, Rocha; N” 4, Bella Vista, San 
José; N” 101, Colonia Progreso, Soriano; N” 41, Picada 
de Quirino, Tacuarembó y N” 45, Barrio Garibaldi, Sal- 
to, dependientes del Consejo de Educación Primaria (Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública).” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que será comunicado al 
Poder Ejecutivo a efectos de su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado). 


20) “GAUCHO”. Monedas de oro. Acuñación y venta. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el 6” punto 
del orden del día: “Proyecto de ley por el que se establecen 
normas para fijar el precio de venta de las monedas de oro 
denominadas “Gaucho' (Carp, N* 1311/93 - Rep. N* 724/93)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1311/93 
Rep. N” 724/93 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 9 nov. 1993 


Señor presidente de la 
Asamblea General 
Doctor Gonzalo Aguirre 
Presente 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General con el objeto de remitir el adjunto 
Proyecto de Ley relativo a la acuñación y venta de las 
monedas “Gaucho” de oro. 


Al respecto cabe señalar que de acuerdo con la ley 
N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990, artículo 693 y 
siguientes, el Banco Central del Uruguay fue autorizado 
a realizar la acuñación de las monedas “Gaucho” de oro. 
El artículo 695 de la citada ley estableció la forma de 
venta de estas monedas y dicho artículo determinó que 
además del costo del oro y gastos de acuñación se le 
adicionaría un 7% a la suma resultante. 


El Banco Central, visto que la adición del 7% al 
valor del oro y gastos de acuñación ponía la moneda 
fuera de mercado, gestionó y obtuvo la modificación de 
esa disposición sin suma fija para adicionar a los costos, 
lo que dejaba al criterio de la institución bancaria el 
importe a adicionar, acorde a los valores del mercado de 
piezas similares o eventualmente por su valor numismá- 
tico. Tal, lo establecía el artículo 512 de la ley N* 16.320 
del 1” de noviembre de 1992. 
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Posteriormente, la última Ley de Rendición de Cuen- 
tas -Ejercicio 1992- en el artículo 274 establece que al 
valor del oro más el costo de acuñación y gastos de 
administración, se le adicionará un 20% sobre la suma 
resultante. Se transcribe a continuación dicho artículo: 
“Art, 274. Sustitúyese el artículo 695 de la ley N* 16,170, 
de 28 de diciembre de 1990, por el siguiente: “Artículo 
695. Autorízase al Banco Central del Uruguay a vender 
estas monedas a un precio que considere el valor del oro 
que contienen según el mercado vendedor de cada jor- 
nada, más el costo de acuñación y gastos de administra- 
ción, más un 20% (veinte por ciento), de la suma resul- 


, 


tante, cuyo destino se determina en la presente ley””. 


La vigencia de este artículo hará que el nuevo precio 
para la venta de estas monedas dejará a las mismas 
fuera del mercado de comercialización de monedas de 
oro y hará muy difícil o imposible su colocación, debido 
a la gran diferencia que existirá entre el valor de venta 
resultante y los valores de venta de piezas similares en 
nuestra plaza. 


Para permitir la venta de esas monedas con flui- 
dez, como ya resultó de la primera venta iniciada el 1? 
de octubre pasado, sería del caso eliminar este artículo 
(N? 274) y aprobar el proyecto que se remite, cuyo tenor 
reitera la norma del artículo 512 de la ley N* 16.320 ya 
citado. De esta manera se logrará penetrar en el merca- 
do de las piezas en cuestión. 


Finalmente cabe expresar que el texto propuesto no 
cercena los eventuales beneficios que podrían corres- 
ponder a la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica (ANEP, artículo 698 de la citada ley N” 16.170 de 
28 de diciembre de 1990), sino que por el contrario, 
como se dijo anteriormente, eliminando el artículo en 
cuestión, sin duda, se favorecerá la colocación del “Gau- 
cho” de oro y se asegurará el beneficio para el destinata- 
rio de la recaudación. 


Saluda a usted atentamente. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. PRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA. Ignacio de Posa- 
das Montero. 


PROYECTO DE LEY 


Art. Sustitúyese el artículo 695 de la ley N* 16.170 
de 28 de diciembre de 1990, por el siguiente: 


“Artículo 695, Autorízase al Banco Central del Uru- 
guay a vender estas monedas a un precio no menor al 
equivalente de la cantidad de oro que contienen, calcu- 
lado a la cotización vendedora de cierre en el mercado 
financiero internacional al día hábil anterior. 


A ello deberá agregarse el costo de acuñación, a 
cuyo monto se le adicionará un importe acorde a los 
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valores del mercado de piezas similares. Eventualmen- 
te, estas monedas podrán ser comercializadas, por su 
valor numismático.”. 


Ignacio de Posadas Montero” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ZUMARAN. - Este proyecto de ley es bastante 
curioso, señor presidente, porque se debe al exceso legislativo 
en el que normalmente incurrimos, es decir, al elevado número 
de disposiciones que hemos dictado sobre la materia. La pri- 
mera disposición que podemos citar es la ley N” 16.170 de 28 
de diciembre de 1990 -artículo 693 y siguientes- que al autori- 
zar at Banco Central la venta de estas monedas, establece que 
dicha Institución las va a vender al valor de oro, etcétera, 
etcétera. Concretamente, el artículo 695 dice que el valor va a 
estar dado por el valor del oro más un 7% de beneficio. Esto 
llevó a que Jas monedas quedaran fuera de competencia de 
valor comercial y no se pudieran vender. 


Debido a esto se dictó la ley N” 16.320 de 1” de noviembre 
de 1992 -esta es una disposición correcta- que a través de su 
artículo 512 le da una nueva redacción al anterior artículo 695, 
estableciendo que estas monedas podrán ser comercializadas 
por su valor numismático. De esta forma, no se obliga al Ban- 
co Central a tener que cargar ese 7% que colocaba a las mone- 
das fuera del mercado. 


Posteriormente -de ahí el afán legislativo a que he hecho 
referencia- en la Rendición de Cuentas correspondiente al ejer- 
cicio 1992, se vota un artículo 274 que vuelve a legislar por 
tercera vez en este tema. Es más, no conforme con derogar la 
ley N” 16.320 que establecía que estas monedas se venderían 
simplemente por su valor numismático y sin referirse siquiera 
al 7% de la ley original de 1990 agrega, además del costo de 
acuñación y gastos administrativos, un 20% de la suma resul- 
tante, cuyo destino “se determina en la presente ley”. 


Frente a esto, el Poder Ejecutivo ha hecho saber que si con 
el 7% estaban fuera de mercado y no se pudieron vender, 
menos aun se logrará ello fijando un 20%. Por lo tanto, el 
deseo es volver a la redacción dada por la ley N” 16.320. 


El problema, si se quiere original, que se plantea, es que 
esta disposición, que agrega este 20% y que está contenida en 
la Rendición de Cuentas de 1992, todavía no es ley vigente en 
la República. En consecuencia, antes de que sea promulgada, 
vamos a modificarla, cosa que plantea un problema jurídico 
bastante difícil. 
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Los integrantes de la comisión pensamos que si se espera la 
sanción de la Rendición de Cuentas -cosa que ocurrirá, ya sea 
por su aceptación y levantamiento de los vetos o por el trans- 
curso del plazo- llegará el receso y, en consecuencia, esto va a 
estar varios meses vigente con el agregado del 20%, y así no 
vamos a poder vender estas monedas. Sin embargo, como esta- 
mos en un régimen bicameral, si el Senado sanciona esta 
disposición, se pasa a la Cámara de Representantes, la que 
podrá votarla una vez aprobada y promulgada la Rendición de 
Cuentas. 


Estos son los comentarios que deseábamos hacer respecto 
de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto. 

SEÑOR ZUMARAN. - Solicito que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se suprime la 
lectura. 


(Se vota:) 
-19 en 21. Afirmativa. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO UNICO, - Sustitúyese el artículo 695 
de la jey N” 16.170 de 28 de diciembre de 1990, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 695. - Autorízase al Banco Central del 
Uruguay a vender estas monedas a un precio no menor 
al equivalente de la cantidad de oro que contienen, cal- 
culado a la cotización vendedora de cierre en el merca- 
do financiero internacional al día hábil anterior. 


A ello deberá agregarse el costo de acuñación, a 
cuyo monto se le adicionará un importe acorde a los 
valores del mercado de piezas similares. Eventualmente, 
estas monedas podrán ser comercializadas, por su valor 
numismático”). 

-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-21 en 21, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


21) OPERACIONES DE COMPRAVENTA DE LANA Y 
OTROS PRODUCTOS. Modificación al artículo 70 de 
la ley N” 13,695, de 24 de octubre de 1968. Proyecto de 
ley. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORIL. - Señor presidente: el resto de los puntos 
que figuran en el orden del día deben ser considerados en 
sesión secreta. Sin embargo, al comienzo de la sesión, cuando 
tratamos el asunto que figura en segundo término, se postergó 
la votación en particular de ese proyecto, referente a las opera- 
ciones de compraventa de lana y demás productos agropecua- 
rios. 


Creo que sería conveniente terminar con ese punto, antes de 
que se pase a sesión secreta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Ese proyecto figuraba en el or- 
den del día de la sesión de hoy? 


SEÑOR ASTORI. - Efectivamente. Se trata del segundo 
punto del orden del día, que fue votado, en general, por unani- 
midad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Por qué no se trató? 


SEÑOR ASTORI. - Porque el señor senador Alonso Telle- 
chea pidió que se postergara, dentro de la misma sesión, su 
votación en particular, cosa que se aprobó. 


SEÑOR ZUMARAN. - Surgieron algunas observaciones al 
texto, y entonces se pidió su postergación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, se va a votar la moción 
de orden del señor senador Astori en el sentido de volver al 
segundo punto del orden del día y continuar la discusión del 
proyecto en el estado en que se encontraba. 


(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 

Continúa la discusión particular del proyecto de ley por el 
que se modifica el artículo 70 de la ley N* 13.695, de 24 de 


octubre de 1968, relacionado con el registro de la documenta- 
ción de las operaciones de compraventa de lana y demás pro- 
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ductos que establezca el Poder Ejecutivo realizadas directa- 
mente con el productor. 


En consideración el artículo único. 
SEÑOR RAMIREZ. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Señor presidente: durante el tiempo 
transcurrido desde la postergación de la discusión particular de 
este asunto, conversamos con el señor senador Astori a propó- 
sito de las observaciones que, originalmente, habíamos realiza- 
do al proyecto. Sin embargo, en ese intercambio de ideas no 
nos ha convencido sobre la posibilidad de sancionar este pro- 
yecto de ley tal como viene redactado, por lo que vamos a 
insistir en las observaciones originalmente propuestas. 


El Código General del Proceso, norma relativa reciente- 
mente aprobada por el Poder Legislativo, establece un sistema 
muy claro en cuanto a las formas de ejecución por procesos 
monitorios. El monitorio para ejecutar sumas de dinero, canti- 
dades líquidas y exigibles, está previsto a través del llamado 
título ejecutivo, para todas las obligaciones que surgen de un docu- 
mento público o de uno privado, donde hay constancia expresa, de 
parte del deudor, de que ha asumido dicha obligación. 


Existe una prueba legal, calificada por el propio legislador 
como suficiente, para que el juez dicte una sentencia de conde- 
na con la sola presentación del documento probatorio, para 
luego invertir el régimen de carga de la prueba con una cita- 
ción de excepciones. 


Si no se trata de sumas de dinero, el Código establece, 
también claramente, un sistema diverso, que es el del juicio 
sumario de entrega de la cosa. 


No creo que sea conveniente, desde el punto de vista legis- 
lativo, realizar excepciones para casos tan concretos como la 
compraventa de lana, más allá del hecho de que en 1968 se 
haya legislado sobre el punto, pero no creo que fuera excedién- 
dose en demasía sobre el régimen general vigente en ese mo- 
mento, que coincide con el régimen general vigente en la ac- 
tualidad. 


Digo esto porque en la ley de 1968 se establece que, con un 
documento especial -el llamado boleto de compraventa de lana 
entre comprador y vendedor donde se establece, entre otras 
cosas, la cantidad de dinero que debe pagar el comprador y la 
fecha de pago- y un certificado expedido por el Registro Nacio- 
nal de Boletos de Compraventa de Lana, se tiene un título 
ejecutivo para reclamar el pago de la suma de dinero adeudada, 
cantidad líquida y exigible. 


En ese caso, no nos evadimos del marco general previsto 
por el viejo Código de Procedimiento Civil y por el actual 
Código General del Proceso, en el sentido de que el título 
ejecutivo para lograr la ejecución de una suma de dinero adeu- 
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dada debe emerger, o bien de un documento público o de uno 
privado suscrito por el propio deudor y no por un tercero; es 
decir, que las condiciones de pago surjan de la voluntad, docu- 
mentada fehacientemente, del propio deudor. Es más; cuando 
el documento no ha sido certificado notarialmente, se realiza 
un procedimiento adicional anterior de reconocimiento de fir- 
ma o protesto, en caso de que se trate de un documento comer- 
cial. 


Por lo tanto, en lo previsto por el artículo 69 de la ley de 
1968, lo único que le otorga una excepcionalidad a la norma es 
la no necesidad de una intimación previa. O sea, que da la 
posibilidad de ejecutar sin necesidad de realizar la intimación 
previa prevista por el Código General del Proceso y que ya 
constaba en el Código de Procedimiento Civil, aun para los 
documentos públicos. 


Con esto voy a contestar alguna afirmación realizada por el 
señor senador Korzeniak, en el sentido de que, cuando se trata 
de deudas asumidas en documento público, no es necesaria la 
previa intimación. 


El artículo 354.5 dice: “Cuando no exista diligencia judi- 
cial de reconocimiento O protesto personal, la ejecución no 
podrá decretarse sin previa intimación de pago al deudor, con 
plazo de tres días, la que podrá efectuarse por telegrama cola- 
cionado. Esta intimación no será necesaria en los casos que 
leyes especiales así lo dispongan”. 


El legislador, con este agregado, no hace nada efectivo, 
porque la ley general no deroga la especial, aunque sea ante- 
rior. Por lo tanto, si hubiera leyes especiales que establecieran 
la posibilidad de ejecutar sin necesidad de intimación previa 
ello no quedaba derogado por la redacción del artículo 354.5. 
Es decir, reitero que no se agrega nada. 


En la Ley de Abreviación de los Juicios del año 1965 se 
estableció a texto expreso que cuando no era necesaria la dili- 
gencia del reconocimiento de firmas o protesto, era absoluta- 
mente imprescindible una intimación con un plazo de tres días. 
De todas maneras, la única innovación que se realiza con res- 
pecto al régimen general -que tiene una larga tradición de más 
de 150 años en nuestro Derecho Positivo- consiste en que no se 
precisa la intimación previa de pago antes de comenzar la 
ejecución. Sin embargo, el mecanismo encuadra perfectamente 
en lo que es un título ejecutivo, es decir, un documento en el 
que el deudor asume el compromiso o la obligación de pagar 
una cantidad líquida y exigible en determinada fecha. Existe 
un complemento, a través de un certificado que otorga el lla- 
mado Registro Nacional de Boletos de Compraventa de Lana, 
que expresa que el vendedor cumplió por su parte con la obli- 
gación de entregar total o parcialmente la lana comprometida. 
En ese caso, tiene derecho a reclamar el pago, aunque igual- 
mente podría haberlo hecho por la vía judicial, mediante el 
planteamiento de excepciones por parte del comprador. 


En el texto proyectado, en cambio, se innova totalmente 
con respecto al sentido y la estructura de todos los procedi- 
mientos monitorios en nuestro Derecho Positivo. La obligación 
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incumplida es la de entregar mercadería de especie más que de 
género, porque existe una diversidad muy importante de tipos 
de Jana, de finuras, humedades, calidades, texturas y quilajes. 
Por este motivo, es muy difícil determinar el estricto y cabal 
cumplimiento de la obligación asumida por el vendedor en el 
documento que reglamenta el decreto 261/92 del Poder Ejecu- 
tivo. El llamado boleto, que está regulado por el mencionado 
decreto, establece que debe determinarse el volumen físico, la 
clase y el grupo de la lana vendida, así como los respectivos 
precios unitarios por cada diez quilogramos. 


Debo aclarar que, tal como estaba previsto en el Código de 
Procedimiento Civil -y ahora también en el Código General del 
Proceso- cuando se trata de entregar cosas que no sean dinero, 
el proceso monitorio tiene un nombre y un procedimiento espe- 
ciales, Me refiero, concretamente, al juicio sumario de entrega 
de la cosa. En este proyecto se subvierte el régimen y, en lugar 
de permitirse continuar con el procedimiento clásico del juicio 
sumario de entrega de la cosa -procedimiento monitorio docu- 
mental- se establece una obligación alternativa que fija un ter- 
cero, que es el registro. Este determinará la cantidad de dinero 
que, en lugar del incumplimiento, debe pagar el vendedor de 
lana que no entrega al comprador la mercadería debida. 


Ya me he explayado sobre las diversas situaciones que se 
pueden dar entre el comprador y el vendedor de lana. Ahora 
bien; la ley del año 1968 habla de la venta directa del produc- 
tor. ¿Por qué? Porque trata de amparar, precisamente, a la parte 
más desvalida en la negociación, que es el productor indepen- 
diente, que se enfrenta a un comerciante, que es el comprador 
de lana. Normalmente, se firma un contrato de adhesión, a 
pesar de que el productor no tiene demasiadas nociones jurídi- 
cas a propósito de lo que está suscribiendo y de las obligacio- 
nes que está asumiendo. 


En la redacción de este proyecto de ley -y en este sentido 
hice referencia a la conversación mantenida con el señor sena- 
dor Astori- no existen elementos suficientes que den garantía al 
vendedor de la lana de que lo van a ejecutar -esto se agudiza 
aun más porque no hay intimación previa- exactamente por la 
cantidad debida. Precisamente, esa es la razón de la observa- 
ción inicial del señor senador Cassina al último inciso del 
artículo proyectado, que establece lo siguiente: “El juez ac- 
tuante tendrá, además, en cuenta las razones de fuerza mayor 
que hubieren incidido en el incumplimiento, así como las va- 
riables de peso que, a igual número de unidades y especie, se 
vieren alteradas por factores climáticos que pudieren afectar el 
quilaje resultante”. Más allá de la imprecisión de la redacción y 
de algunas imperfecciones en cuanto a su comprensión, esta 
última norma demuestra que no existe una prueba tabulada, 
legal, suficiente como para que el juez, “prima facie”, entienda 
que el vendedor de lana debe pagar determinada suma por su 
incumplimiento, Al dar esa última válvula de escape al juez 
para que valore causas de excusa, modificaciones en el precio 
por razones climáticas o alteraciones en cuanto al volumen del 
incumplimiento o del cumplimiento debido, se está demostran- 
do la imperfección legislativa de habilitar un procedimiento 
ejecutivo cuando, de lo que se trata, es de entregar mercadería. 
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SEÑOR LIBRAN BONINO. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR RAMIREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - Creo que en este caso no se 
trata de entrega de efectos o de género; lo que pretende el 
proyecto de ley es la entrega del dinero equivalente a ese géne- 
ro o a esos efectos. Por eso, en uno de los incisos de este 
artículo se habla de que el valor que establezca el registro será 
el valor promedio en plaza. Precisamente, ese valor o suma de 
dinero es lo que se va a reclamar al productor en lugar de los 
quilos de lana. O sea que, reitero, al deudor se le va a reclamar 
dinero en efectivo. Esto estará regulado por lo que determine el 
registro con arreglo a las raracterísticas del contrato celebrado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR RAMIREZ. - Por supuesto que se va a exigir dine- 
ro al deudor, pero la obligación asumida por el vendedor es la 
de entregar mercadería. Por eso mencioné que el legislador la 
transforma en una obligación alternativa a elección del acree- 
dor. Este, a quien supuestamente -porque el juez no lo sabe 
cuando le presentan el título ejecutivo- no le ha cumplido el 
vendedor, tiene la posibilidad de ejecutar una obligación alter- 
nativa a su elección. Es decir que podrá exigir una suma de 
dinero, que será fijada por un tercero, que es el ilamado Regis- 
tro Nacional de Boletos de Compraventa de Lanas. Obviamen- 
te, no se podría ejecutar en dinero si fuera mercadería lo que se 
va a entregar, en ese caso, debería seguirse un juicio sumario 
de entrega de la cosa. 


¿Cómo se llega a establecer la cuantía de esa obligación 
alternativa? Una persona se ha obligado a entregar tantos qui- 
los de lana de tal finura, en determinadas condiciones y cierto 
plazo. El comprador puede entender que se ha incumplido si se 
le entregó mercadería de una finura, calidad, humedad o volu- 
men distintos, o en bolsas en condiciones no adecuadas, como 
por ejemplo, lana ardida, etcétera. En este sentido, podríamos 
pedir al señor senador Uriaste que nos brindara algún asesora- 
miento técnico en esta materia. En síntesis, supongamos que no 
se entregó la mercadería en las condiciones establecidas con 
relación a la cuantía y calidad, lo que configura un incumpli- 
miento por parte del vendedor de la lana. ¿Cómo se cuantifica 
ese incumplimiento que se da cuando la mercadería no es de la 
calidad contratada? El barraquero recibe la lana y, cuando la 
hace verificar por sus especialistas, no está de acuerdo corr su 
finura, su tipo, su calidad o alguna otra característica, como ser 
sus condiciones de almacenamiento y de mantenimiento. Reite- 
ro, ¿cómo se cuantifica eso? ¿Existen garantías para el ejecuta- 
do en cuanto a que luego de conformado el título ejecutivo por 
parte del comprador, éste no pueda reclamarle una suma de 
dinero sin que siquiera se le dé un aviso mediante una intima- 
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ción previa? ¿Puede simplemente ser ejecutado y embargado, y 
estar citado de excepciones, con lo que debe defenderse en un 
juicio monitorio en el que la prueba ya fue prevista original- 
mente por el legislador como suficiénte para comenzar con la 
ejecución? A este respecto, veamos qué se establece en este 
artículo único. 


En el texto del proyecto se dispone lo siguiente: “Una vez 
registrada la documentación, el comprador que no haya recibi- 
do la totalidad de los productos adquiridos en los plazos y 
condiciones pactadas podrá presentarse ante el Registro Nacio- 
nal de Boletos de Compraventa de Lanas y demás productos 
que estableciére el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo preceptua- 
do por el artículo 69 de la presente ley acompañando el Boleto 
que documenta la operación de compraventa y la documenta- 
ción que acredite fehacientemente la fecha, volumen y demás 
condiciones que refieran a lo pactado e incumplido”. 


¿Qué documentación puede agregar el comprador de lana 
para que el Registro actúe en una función prácticamente juris- 
diccional? ¿Diciendo que el vendedor de lana debe la suma, por 
ejemplo, de $ 100:000.000, $ 50:000.000, $ 10.000 o $ 100.000, 
porque la finura no es la correcta, porque el volumen de lana 
no está completo o porque el peso no es suficiente? Aquí no se 
dice de qué forma el Registro va a verificar las condiciones y 
cuantía del incumplimiento. Se habla de “la documentación 
que acredite fehacientemente la fecha, volumen” -que por su- 
puesto surge del boleto, porque está previsto que allí debe 
establecerse la fecha de entrega y el volumen de lana- “y de- 
más condiciones que refieran a lo pactado” -es decir, el tipo de 
lana, la finura- “e incumplido”. ¿Cómo se justifica, mediante 
documentación, el incumplimiento? 


Si vamos al decreto reglamentario, que por supuesto pre- 
veía exclusivamente la ejecución por parte del vendedor de la 
lana -porque se trata del pago de una cantidad de dinero líquida 
y exigible- veremos que en su artículo 10 se dice: “Autorízase 
al Registro de Boletos de compraventa de lanas a expedir, a 
favor del productor que no reciba el pago total o parcial del 
importe de la venta de su lana, el certificado correspondiente 
en el que conste el precio líquido de la venta y la forma y la 
fecha en que debió realizarse el pago”. Esto surge del boleto. 


A continuación, se agrega: “A tales efectos el productor 
deberá acompañar el boleto y la documentación de recibo de la 
lana o de la concreción del volumen físico cierto”. Ahí sí hay 
un documento porque cuando el productor entrega la lana al 
barraquero o al comprador obtiene un boleto de remito o de 
recibo de la lana en el que se detalla, entre otras cosas, cuántos 
quilos de lana entregó. Por esa razón, en principio, obtiene un 
certificado que tiene carácter de título ejecutivo para cobrar 
una cantidad líquida y exigible que fue firmada por el propio 
deudor en el boleto de compraventa, es decir, en el acto de 
celebración del contrato de compraventa de lana y asumir la 
obligación de pagar dinero. 


No surge, pues, de este decreto cuáles son los mecanismos 
con que contarán las autoridades del Registro para verificar 
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algo mucho más complejo, que es la cuantía, la calidad, el 
incumplimiento o el posible incumplimiento por parte del ven- 
dedor que entrega la lana. 


Creo que, en definitiva, por lo menos debería -no sé si ya se 
hizo, pero no lo he escuchado- citarse a los Institutos de Dere- 
cho Procesal y de Derecho Civil de la Facultad de Derecho para 
conocer su opinión, puesto que se está innovado, en forma muy 
importante, en materia de derecho procesal y de derecho civil. 


Era cuanto, quería manifestar. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: no comparto las 
conclusiones del señor senador preopinante. Creo que aquí no 
estamos ante una innovación, y mucho menos ante una innova- 
ción importante. Esta es la primera afirmación que deseaba 
hacer, 


El Código General del Proceso, que contiene un artículo en 
el que se exige la intimación en los títulos ejecutivos, concluye 
con una referencia que es muy importante y no irrelevante, 
como se señalaba. Concretamente, dice: “salvo en lo estableci- 
do en leyes especiales”. Todos sabemos que en nuestro país 
han habido muchísimas leyes especiales. Son numerosas las 
oportunidades en que se han planteado problemas en este senti- 
do. Por ejemplo, y para ir desmenuzando el tema de las tradi- 
ciones, podemos citar la Ley de Warrants, respecto a la que en 
el Código se afirma que también los “warrants” son títulos 
ejecutivos, y en lo que tiene que ver con el certificado de 
depósito, la pregunta que se planteaba es si ese artículo está o 
no derogado por la norma que dice que siempre se necesita 
intimación. Esto no lo sabemos, porque el razonamiento que se 
hacía era que la ley especial siempre iba a quedar vigente, 
¿pero cuál es la ley especial? ¿Porque es de Warrants es espe- 
cial, o porque el Código General del Proceso lo considera un 
tema procesal? Todos sabemos que esta discusión siempre ha 
estado planteada. Es por ello que la salvedad reviste un carác- 
ter importante. 


Por otro lado, y con respecto a los procesos monitorios en 
nuestro país, cabe destacar que no hay una alternativa única 
entre una ejecución por sumas de dinero o un juicio de entrega 
de la cosa. El proceso monitorio es algo que tiene una defini- 
ción procesal: resolver sí “inaudita parte”. Eso es un proceso 
monitorio, tal como ha ocurrido en materia de desalojo. El 
juicio de desalojo es un proceso monitorio. Las excepciones 
vienen después, pero el juez decreta el desalojo en función de 
que el actor le dice que es propietario o promitente comprador 
y que a su inquilino se le ha vencido el plazo establecido en el 
contrato. Nadie se ha asombrado porque el juez decrete, en ese 
sentido. 


De manera que el proceso monitorio es algo muy amplio. 
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También las liquidaciones que hacen los organismos públi- 
cos de multas y recargos, son títulos ejecutivos, porque así lo 
dicen leyes especiales, el Código Tributario o, por ejemplo, 
una ley del año 1931 para el Banco Central del Uruguay y 
antes para el Banco de la República, en lo que tiene que ver 
con las multas que estas instituciones aplican a las empresas. 
Inclusive, es considerado monitorio aquel procedimiento verbal 
por el que en alrededor de nueve días se trababa embargo, se 
citaba al deudor al día siguiente y las excepciones se resolvían 
de inmediato. Me refiero a la ley de 1916 sobre accidentes de 
trabajo. Esta es otra ley especial a la que se remitieron varias 
leyes. 


De modo que existe una tradición muy larga en nuestro país 
en cuanto a que un documento, en el que no se dice que un 
deudor debe determinada cantidad de dinero, se convierta en 
título ejecutivo. 


Esta es una ley especial, señor presidente, al igual que tan- 
tas atras. No estamos rompiendo una tradición. El Código Ge- 
neral del Proceso lo tuvo en cuenta cuando dijo que hay que 
intimar previamente, salvo en lo que establecen las leyes espe- 
ciales. Si esta iniciativa se convierte en norma legislativa, será 
otra ley especial como la que ya existe para la otra parte de esta 
Operación, que tiene algunas características distintas pero que 
también es una norma especial. Se trata de un título ejecutivo 
que ya existía para el vendedor, de acuerdo con lo que estable- 
ce el artículo 69. 


SEÑOR RAMIREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAMIREZ. - Señor presidente: por supuesto que 
existe un número importante de excepciones, en cuanto a 
que el documento del cual emana la obligación, no sea sus- 
crito por el deudor. Pero normalmente se trata de documen- 
tos públicos -carácter previsto en el Código General del Proce- 
so y antes en el Código de Procedimiento Civil- y no necesaria- 
mente de escritura pública. ¿Por qué? Precisamente, porque 
son obligaciones que emergen de resoluciones administrativas 
dictadas por autoridad competente, que tienen “prima facie” 
una credibilidad superior a la del particular interesado. Pero 
todos debemos reconocer que también ha habido un abuso en 
esta materia. Es un hecho por demás conocido que cada orga- 
nismo público ha tenido el sueño del título ejecutivo propio, y 
en muchos casos con graves excesos para los administrados en 
cuanto a las potestades de ejecución para cobrarles una suma 
de dinero sin las garantía debidas. 


La prueba de que no se innovó excesivamente con el artícu- 
lo 70, salvo en lo que hace a no establecer la obligatoriedad de 
la intimación, estriba -me gustaría que el señor senador Korze- 
niak me contestara y coincidiera con quien habla- en que no 
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era necesario que la ley especial le otorgara al contrato de 
compraventa de lana el carácter de título ejecutivo. Por ejem- 
plo, en los contratos bilaterales o sinalagmáticos también existe 
título ejecutivo para reclamar el precio de compraventa. Enton- 
ces, alcanza con que exista un documento escrito en el que se 
diga, por ejemplo, “Debo pagar tal cantidad de dinero por de- 
terminados quilos de lana”. Eso tiene calidad de título ejecuti- 
vo. 


Esa es la prueba de que en el artículo 69, repito, salvo en lo 
que hace a la exoneración de la obligación o de la carga jurídi- 
ca de intimar, no se ha innovado excesivamente en materia 
procesal. Quien habla ha ejecutado en la actividad judicial bo- 
letos de compraventa de ganado como títulos ejecutivos, junto 
con la constancia del romaneo o del peso en el frigorífico. Eso 
ha sido considerado por la jurisprudencia como título ejecutivo. 


Esto es así porque su, ge la obligación de pagar una canti- 
dad de dinero líquida y exigible. 


Por lo tanto, la verdadera innovación de este proyecto de 
ley es que transforma la obligación de entregar una cosa en 
dinero y quien resuelve qué cantidad se debe -evidentemente se 
trata de un problema que no es fácil de resolver, porque debe 
calificarse un conjunto importante de circunstancias- es un ter- 
cero, que no da la garantía suficiente como para establecerla 
con independencia absoluta. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En esta interrupción encuentro 
dos afirmaciones a las que quiero responder. A una de ellas, lo 
hago diciendo que el monto surge de un instrumento que no es 
de ninguna de las partes, ya que lo expide un Registro Nacio- 
nal. Podrá pensarse que éste es un organismo que no tiene 
credibilidad, pero considero que es una situación similar a la 
que se plantea cuando el directorio de un banco, que hace la 
liquidación de lo que debe una empresa porque no presentó sus 
informes en los plazos correspondientes -donde también exis- 
ten muchas circunstancias para estudiar como, por ejemplo, si 
fueron hechas por razones de mala fe- valora y hace una liqui- 
dación a la que la ley le otorga carácter de título ejecutivo. 
Evidentemente, se trata de un tema muy discutible; podrá con- 
siderarse quizás, que ésta es una tendencia moderna O una 
violación de la interpretación decimonónica de los títulos eje- 
cutivos. De todas maneras, los documentos de venta siempre 
generaron discusiones por contener el precio en dinero, ya que 
esto hacía dudar si eran o no títulos ejecutivos. ¿Quién no 
recuerda las clásicas discusiones sobre si se puede o no ejecutar 
las facturas? 


Mediante este proyecto de ley se crea un instrumento que 
establece lo que se debe pagar y se supone que habrá una 
reglamentación -así está especificado en el artículo correspon- 
diente de la ley a que se agrega el inciso- que contemplará este 
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aspecto con razonabilidad, es decir, no se va a poner cualquier 
suma. Reitero que esta cantidad no la determina una de las 
partes, sino un organismo público. Por lo tanto, se trata de una 
situación jurídicamente similar a la de la Dirección General 
Impositiva o a la de un banco oficial cuando hace una liquida- 
ción por multas, lo cual es declarado título ejecutivo. 


Creo, entonces, que si hay una innovación es simplemente 
el carácter especial de esta norma que se agrega al que ya tenía 
el artículo 69 con relación a la otra parte, o sea, para el título 
ejecutivo, A mi juicio, no es exacto que por el hecho de que el 
contrato de compra contenga una cantidad de dinero se pueda 
determinar que el documento es un título ejecutivo. De ser así, 
no tendría sentido que los comerciantes al hacer una venta y 
firmar un documento se preocuparan de que además se hiciera 
lo mismo con un vale aparte. Lo hacen, porque saben que 
luego se va a discutir si se'trata de un título ejecutivo o no. 


El artículo 69 de la ley N” 13.695 sentaba el precedente de 
dar carácter de título ejecutivo a un documento que habitual- 
mente no lo posee; lo hace para dárselo a la otra parte. Tal 
como señalaba el señor senador Librán Bonino, considero que 
se hace esto para clarificar aún más las operaciones y porque, 
además, parecería que culminando todo el proceso en un docu- 
mento que especifique determinada cantidad se facilitaría que 
los hechos sean cristalinos. 


Es cuanto quiero manifestar. 
SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - No voy a entrar en una argumentación 
detallada correspondiente al terreno jurídico porque, en primer 
lugar, no estoy en condiciones de hacerlo y, en segundo térmi- 
no, prefiero que eso quede a cargo del señor senador Korze- 
niak, tal como acaba de hacerlo, aunque naturalmente me hago 
cargo de las inquietudes planteadas por el señor senador Ramí- 
rez. Inclusive, hemos conversado sobre esto informalmente du- 
rante el desarrollo de esta sesión. 


Deseo expresar que el objetivo de este proyecto de ley es 
muy claro. A lo largo de este debate hemos tratado de explicar- 
lo varias veces: se intenta tornar más equitativa las participa- 
ciones de compradores y vendedores en las operaciones de 
compraventa de lana, a pesar de que reconocemos que no son 
situaciones idénticas. 


En cuanto a los recientes comentarios del señor senador 
Ramírez, quiero volver a señalar -pido disculpas por la insis- 
tencia- que esa parte del primer inciso -de los cuatro que se 
agregan al artículo 70 de la ley N” 13.695- hace referencia 
textual a la necesidad de acompañar el boleto que documenta 
la operación de compraventa y la documentación que acredite 
fehacientemente la fecha, volumen y demás condiciones que 
refieran a lo pactado e incumplido. A juicio de la Cámara de 
Representantes que ya estudió este proyecto de ley, aprobándo- 
lo por unanimidad, y al de la Comisión del Senado, donde 
ocurrió exactamente lo mismo, esa expresión intenta que haya 
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también una garantía para el vendedor de la lana, porque el 
comprador que va a actuar, en el caso de que sienta que se ha 
incumplido una parte de la operación, tiene que acreditar feha- 
cientemente la fecha, volumen y demás condiciones que refie- 
ran a lo pactado e incumplido. Encuentro que esto tiende a 
defender al vendedor y es una garantía a su favor, 


Me hago cargo de la pregunta formulada por el señor sena- 
dor Ramírez en el sentido de saber cómo se demuestra, por 
ejemplo, el tipo de finura de lana, las características intrínsecas 
del producto, las condiciones de humedad, etcétera. A este 
respecto, tal como decía el señor senador Ramírez, podríamos 
consultar al señor senador Urioste; y en lo que me es personal, 
agregaría a los señores senadores Librán Bonino y Jude. Perdó- 
neseme el argumento, pero yo invierto la pregunta y digo cómo 
se hace para demostrar, en el caso del vendedor que entregó 
efectivamente el producto pactado, cuando es el vendedor el 
que deduce acción ejecutiva. La respuesta es la misma, porque 
si el vendedor de lana sostuviera que entregó su producto en 
las condiciones establecidas y que no se le pagó, por lo cual 
deduce acción ejecutiva, cabría preguntarse de qué manera se 
puede demostrar que entregó y cumplió estrictamente con la 
operación planteada. 


El hecho de contestar que posee el boleto que documenta la 
operación no es suficiente, porque esto también serviría para 
realizar el razonamiento inverso. El boleto es un documento de 
compraventa y tiene que haber adicionalmente, tal como se 
expresa en el artículo 70, otra documentación que acredite 
fehacientemente que hubo un cierto incumplimiento en esa 
operación. Aquí entra en juego el Registro y todo lo relativo al 
decreto N” 261/92. Sé que al señor senador Ramírez no lo 
convence el contenido de ese decreto, pero creo que es lo que 
tenemos en materia de operaciones de compraventa de lanas. 
En todo caso, deberíamos reexaminar ese proceso que hoy en 
día no es equitativo, porque el vendedor puede deducir acción 
ejecutiva y el comprador no, lo cual hace que desde este punto 
de vista no sea justo. 


En cuanto al segundo comentario del señor senador Ramí- 
rez, debo decir que el valor lo establece un tercero, que es el 
Registro. No voy a analizar las condiciones de independencia 
de este organismo, pero en las disposiciones citadas se puede 
comprobar que fue creado, si no me equivoco, en el año 1967, 
o sea, un año antes de aprobarse la ley N” 13.693. En ese 
entonces existía una Comisión Honoraria integrada por repre- 
sentantes del Ministerio de Ganadería y Agricultura y de la 
Cámara Mercantil de Productos del País. 


De todos modos, lo que me interesa destacar es el tercero 
de los cuatro incisos que se agregan al artículo 70, porque en él 
se establece un criterio de valor: “El valor que establezca el 
Registro será el valor promedio en plaza del producto faltante, 
a la fecha en que debió ser entregado, con las mismas caracte- 
rísticas acordadas” -aquí el Registro cumple su papel- “por 
ambas partes en el documento original”, o sea, en el que se 
inscribió en dicho Registro. 


De manera que no se deja a ese tercero la facultad de fijar 
el valor sin criterio; el proyecto de ley dice que será el valor 
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promedio en plaza del producto faltante a la fecha en que debió 
ser entregado, con las mismas características acordadas por 
ambas partes en el documento original, 


Como manifesté anteriormente, no quisiera alargar dema- 
siado esta discusión. Creemos que este es un proyecto de ley 
necesario que, reitero, fue analizado con detenimiento en la 
Cámara de Representantes, aprobado en ese Cuerpo por el voto 
de todos los sectores y estudiado con la misma profundidad en 
la Comisión del Senado. Por lo tanto, entendemos que debería- 
mos culminar su tratamiento votándolo en forma afirmativa, 
por las razones que ya fueron expuestas. No me opongo a que 
en el futuro se revise todo este sistema de operaciones de com- 
pra-venta de lana y Otros productos agropecuarios, pero creo 
que lo que intenta hacer este proyecto de ley, que es tornar más 
equitativas las condiciones de comprador y vendedor, se 1087 
con este texto. 


SEÑOR RICALDONT. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: comprendo las 
complejidades técnicas de este tema. Las dos posiciones que se 
han expuesto en sala tienen argumentos de peso a su favor, 
pero también suscitan dudas en quienes no hemos profundizado 
demasiado en este texto. Si me permiten los compañeros del 
Cuerpo, voy a formular una moción de orden en el sentido de 
que pasemos a sesión secreta, a fin de que se consideren algu- 
nas venias que entiendo sería conveniente fueran concedidas en 
el día de hoy, y continuemos en la próxima sesión con el 
análisis de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 

SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR ASTORI. - Quisiera saber si queda entendido, de 
acuerdo con Ja moción aprobada, que este asunto se tratará 


como primer punto dei orden del día de la sesión ordinaria del 
próximo martes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así es, señor senador. 


22) SOLICITUDES DE VENIA DEL PODER EJECUTI- 
VO PARA DESIGNAR MIEMBROS DEL TRIBUNAL 
DE APELACIONES Y PARA DESTITUIR A UN FUN- 
CIONARIO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar a sesión secre- 
ta para considerar los asuntos que figuran en séptimo, octavo y 
noveno términos del orden del día. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número continúa la se- 
sión. 


(Es la hora 19 y 25 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste). - El Se- 
nado, en sesión secreta, concedió a la Suprema Corte de Justi- 
cia venia para designar al doctor Julio César Chalar Vecchio 
como miembro del Tribunal de Apelaciones. Asimismo, conce- 
dió al Poder Ejecutivo venia para destituir de su cargo a un 
funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
resolvió que vuelva a Comisión la solicitud de la Suprema 
Corte de Justicia a fin de obtener la autorización para designar 
a la doctora Elsa Renée Viña Guillén como miembro del Tribu- 
nal de Apelaciones. 


23) VETOS DEL PODER EJECUTIVO A LA RENDICION 
DE CUENTAS. Solicitud del señor senador Bouzas para 
que sea citada la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Como había sido oportunamente 
resuelto, tiene la palabra el señor senador Bouzas para formula- 
ra una manifestación de protesta y luego, se levantará la sesión. 


SEÑOR BOUZAS. - En realidad, más que una manifesta- 
ción de protesta se trata de una preocupación y, como conoce- 
mos poco el aspecto reglamentario, entendimos que este era el 
mecanismo válido para solicitar la atención de los pares del 
Cuerpo acerca de la necesidad de que sea convocada la Asam- 
blea General, a los efectos de considerar las observaciones 
interpuestas por el Poder Ejecutivo a la Ley de Rendición de 
Cuentas. En tal sentido, recuerdo que el plazo de que dispone 
vence el próximo 2 de enero. Hace ya dos semanas que este 
tema no se trata; hubo sesión que quedó trunca por falta de 
quórum y luego la Asamblea no volvió a reunirse. Como todos 
sabemos, hay mucha gente que depende del tratamiento de este 
asunto, por lo que estimamos necesario que lo más rápido posi- 
ble se convoque a la Asamblea General a los efectos de consi- 
derar los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo a la Ley de 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BOUZAS. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Dentro del mismo marco que aca- 
ba de plantear el señor senador Bouzas, queremos solicitar que 
en esa sesión también se incluya -y se trate- el tema del veto a 
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la ley sancionada por el Parlamento por medio de la cual se 
dejaba sin efecto la facultad del Poder Ejecutivo para bajar la 
edad de jubilación obligatoria. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ante ambos planteos, la Presi- 
dencia debe precisar que el Mensaje del Poder Ejecutivo obser- 
vando un proyecto de ley es destinado a la Comisión compe- 
tente que, en este caso, creo lo es la de Hacienda y Presu- 
puesto de la Asamblea General. Si dicho Cuerpo tiene un 
dictamen -como es de estilo en todo asunto- se convoca a la 
Asamblea General. Precisamente, ésta fue citada, en primera 
instancia, a fin de tratar el tema de las observaciones interpues- 
tas a la Ley de Rendición de Cuentas, sesión que luego tuvo 
que ser levantada por falta de número. Ante una situación de 
orden político por todos conocida, no existía el acuerdo que en 
un momento se había supuesto a nivel de determinadas banca- 
das para proceder de cierta manera. Se le informó al Presidente 
-que no se encontraba en esos momentos en ejercicio del cargo- 
que se estaba tramitando el acuerdo referido. La Presidencia ha 
hecho consultas en estos días y se le ha informado que el 
acuerdo es inminente, pero aún no se ha logrado. Por consi- 
guiente, a fin de no realizar una sesión de la Asamblea General 
que termine de la misma manera que la anterior, se está aguar- 
dando a que se llegue a una solución, aunque de más está decir 
que no piensa dejar vencer el plazo. De todas formas, si hay 
sectores parlamentarios que entienden que el transcurrir de los 
días va acercando la finalización del plazo y ello es inconve- 
niente, de acuerdo con el Reglamento tienen todo el derecho de 
solicitar formalmente la convocatoria de la Asamblea General, 
tanto para el primer asunto como para el segundo de los men- 
cionados. En tal sentido, si no recuerdo mal, con la firma de 
cinco senadores y cinco representantes lo pueden hacer y, en 
tal caso, el presidente no tiene otra alternativa que convocar a 
la Asamblea General. 


Puede continuar el señor senador Bouzas. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Disculpen, señores senadores, pero 
debo recordar que no estamos en el mismo régimen de debate 
que se aplica normalmente. Una manifestación de protesta se 
agota en sí misma y no puede dar lugar a discusión. 


En consecuencia, la Presidencia le solicita al señor senador 
que finalice su exposición. 


SEÑOR BOUZAS. - La aclaración que hizo el señor presi- 
dente en cuanto a la voluntad de convocar a la Asamblea 
General antes de que finalice el plazo, elimina los temores que 
teníamos en cuanto a que una larga negociación hiciera que 
llegáramos al 2 de enero sin un pronunciamiento concreto so- 
bre el tema. Por lo tanto, las manifestaciones del señor presi- 
dente son muy claras en cuanto a que, antes de que se venza el 
plazo, la Asamblea General se expedirá sobre estos asuntos. 


24) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos a con- 
siderar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 28 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez, y estando presentes los señores sena- 
dores Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Astori, Blanco, 
Bouzas, Cassina, Gargano, Korzeniak, Millor, Pereyra, Prio- 
re, Rubio, Santoro, Silveira Zavala y Urioste). 
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